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REVISTA DE LA CEPAL N° 42 I El auge 
del intervencionismo 
estatal 
La explicación de los flujos y reflujos de la teoría, 
la práctica y la ideología en que se enmarcan los 
paradigmas de la política económica, demanda 
alguna referencia histórica. 
Las instituciones modernas de la producción 
comienzan con la instauración del liberalismo 
como forma de organización económica. La re-
volución industrial inglesa y Adam Smith crean, 
explican y elevan el mercado al rango de coordi-
nador supremo de las acciones de la miríada de 
productores, intermediarios y consumidores. 
Se origina así, una división tajante entre el 
dominio de la política y el dominio de la econo-
mía. Por primera vez el poder económico queda 
privatizado y se produce la dicotomía entre Esta-
do y mercado, entre derecho privado y derecho 
público, entre eficiencia e igualdad. Antes, la 
ubicación social de cada individuo determinaba 
su posición en la producción, de aquí que poder 
económico y poder político estuviesen siempre 
unidos. Por eso, el Estado en tanto institución 
social es bastante más antiguo que el mercado. 
La justificación ideológica de esa primera y 
enorme amputación al poder tradicional del Es-
tado, residió en el imperativo de implantar con-
trapesos limitativos, acotadores del despotismo, 
de las pasiones arbitrarias de los gobernantes 
(Hirschman, 1981). La justificación política se 
asocia a la necesidad de incorporar pacíficamen-
te dentro de la élite, a los grupos empresariales 
nacientes; y, la económica, a reorganizar la pro-
ducción y sus instituciones sobre bases más acor-
des con los avances tecnológicos e institucionales 
de la época. 
A partir de ahí, el péndulo comienza a oscilar 
en sentido contrario. Los paradigmas económi-
cos, las ideologías y sobre todo las presiones so-
ciales, hacen recuperar el terreno perdido al do-
minio regulador del Estado. El funcionamiento 
irrestricto del mercado, si bien facilita la forma-
ción de capital y la eficiencia productiva, premia 
en exclusiva a los ganadores de la competencia. 
Y, al hacerlo, propicia disparidades sociales, in-
sostenibles a la larga, así como la multiplicación 
ulterior de formas monopólicas u oligopólicas de 
producción que anulan muchas de las virtudes 
del propio modelo clásico de competencia. Poco 
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Han quedado rotos los paradigmas que dominaron la 
ciencia y la política económicas durante las tres prime-
ras décadas de la posguerra y no hay sustitutos acaba-
dos. El signo del cambio parece ser conservador, ya 
que el fin de la década de 1970 marcó el regreso del 
péndulo histórico que durante dos siglos se movió en el 
sentido de justificar moralmente la intervención esta-
tal encaminada a atemperar o corregir las desigualda-
des sociales producidas por el funcionamiento de los 
mercados. A explorar esas tendencias se dedica la pri-
mera sección. 
Hoy cobra inusitada importancia el logro de la 
eficiencia económica y la liberalización de la compe-
tencia como acicate disciplinador de los productores y 
hasta de los países, en mercados que alcanzan dimen-
siones universales. La exploración de esas cuestiones 
se aborda en la segunda sección, y en la tercera, se 
examina en la experiencia del Primer Mundo, cómo 
periclita el paradigma keynesiano. 
Dado que las naciones del Tercer Mundo no suelen 
aportar tesis de carácter universal, los cambios para-
digmáticos e ideológicos en el Norte han de ser asimila-
dos a fortiori tarde o temprano. De aquí surgen común-
mente disonancias históricas entre las doctrinas forá-
neas dominantes y la realidad de ese grupo de países. 
Tal es el tema de discusión de la sección cuarta. 
Las expresiones más claras de las soluciones con-
temporáneas a las tensiones seculares entre el mercado 
y el Estado se encuentran en los procesos de apertura 
al exterior y de privatización o desregulación, Estos 
son los temas de las secciones quinta y sexta. 
En la sección final se intenta identificar las exigen-
cias justificadas de cambio en los estilos de interven-
ción del Estado, con referencia especial al caso latinoa-
mericano. Por último, se incorporan algunas conclu-
siones generales. 
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a poco se torna evidente que el mercado con sus 
relaciones entre desiguales en la división del tra-
bajo y formalmente iguales en el intercambio, 
está intrínsecamente imposibilitado para procu-
rar la equidad distributiva (Bobbio, 1978). Surge, 
precisamente entonces, la idea de la justicia eco-
nómica, preconizando que los principios éticos y 
las normas de convivencia social deben prevale-
cer y regular el funcionamiento del mercado 
(Macpherson, 1987).1 
Con todas sus ventajas, la organización eco-
nómica de mercado oculta, para relegar a segun-
do término, las cuestiones del reparto del ingreso 
y la riqueza frente a las del crecimiento y la acu-
mulación. Se descuida, por tanto, uno de los as-
pectos vertebrales de toda sociedad: el de consti-
tuirse en comunidad con fines no sólo producti-
vos, sino inevitablemente distributivos. 
La libertad de mercado origina la concentra-
ción del poder económico que se transforma en 
poder político. Por tal razón, la libertad económi-
ca acaba contraponiéndose a la igualdad y la li-
bertad políticas que postulan cada vez con más 
fuerza los movimientos sociales en todo el mun-
do. La dicotomía entre interés privado e interés 
general se hace transparente, sobre todo durante 
las fases depresivas del ciclo económico, con su 
carga de sacrificios sociales que el mercado es 
incapaz de corregir. 
El mercado y la democracia son instituciones 
dispares; alentadas por valoraciones distintas, ti-
ran de la sociedad en direcciones, a veces comple-
mentarias, a veces opuestas, pero siempre 
diferentes.2 Por eso, cuando la tensión dinámica 
1En rigor, sin embargo, siempre se han estipulado fron-
teras a la acción legítima del mercado, que le impiden ser el 
medio único de asignar recursos, recompensas o castigos. 
Hay transacciones que quedan normativamente excluidas de 
la esfera —cambiante— de lo mercantil. El cohecho, la venta 
de votos o de puestos públicos, la simonía, representan actos 
violatorios de la regla social que los coloca fuera de lajurisdic-
ción del mercado. 
2Aun en el contenido sustantivo del término libertad hay 
diferencias conceptuales de peso. La democracia entiende 
por libertad la capacidad de los miembros de una sociedad de 
darse normas a sí mismos con plena autonomía. En cambio, 
para el mercado, libertad significa gozar de una esfera de 
acción no controlada por los órganos del Estado. Por consi-
guiente, "Estado liberal" es aquel donde la injerencia del 
poder público está restringida al mínimo. Y "Estado demo-
crático" aquel donde son numerosos los órganos de autogo-
bierno. (Bobbio, 1985, p. 197). 
amenaza con romper el tejido social, suelen darse 
acomodos políticos que armonizan —no en la 
lógica, sino en la práctica consensual o en la im-
posición— metas tan disimiles como las de pre-
miar la eficiencia de pocos, mientras se persigue 
la igualdad general (Ibarra, 1987). 
Desde la revolución industrial inglesa hasta 
hace poco más de una década esas oposiciones 
axiológicas dieron lugar a una sucesión de refor-
mas que reconocen como denominador común 
el aumento de la intervención estatal y de las 
normas jurídicas para corregir o compensar los 
efectos socialmente polarizadores del mercado. 
Asimismo, la democracia en su sentido mo-
derno —en el de otorgar iguales derechos a toda 
la población— es el resultado, y la garantía, de la 
lucha social por la igualdad, por atenuar las dis-
paridades resultantes del inevitable darwinismo 
de la organización económica del mercado. Ad-
viértase que los países occidentales avanzados se 
organizaron primero como sociedades liberales 
y, bastante después, como sociedades democráti-
cas. En efecto, el sufragio, los derechos ciudada-
nos extendidos a toda la población es un fenóme-
no reciente. Antes, el electorado estaba restringi-
do a grupos privilegiados, excluyentes, ante los 
cuales había de responder la gestión de los go-
biernos. 
La evolución de la legislación laboral, los con-
troles a la actividad privada o el gasto público, 
recogen fielmente durante casi dos siglos los re-
sultados de la confrontación de la lógica del mer-
cado y la lógica de la democracia. Los sectores 
públicos de los diversos países crecen pari passu 
con la ampliación de las responsabilidades del 
Estado en la vida económica, esto es, con la repo-
litización de la economía. Como respuesta a las 
desigualdades distributivas nacidas de los merca-
dos libres, se establecen controles y leyes protec-
toras del trabajo, impuestos progresivos, disposi-
ciones, antitrust y el complejo conjunto de institu-
ciones del Estado benefactor. Después, la preser-
vación del equilibrio externo, el combate a la 
inflación, la estabilización anticíclica y el objetivo 
del empleo pleno, hacen que sea función del 
Estado la administración de las economías den-
tro de senderos estables de prosperidad. 
Como reflejo del clima cultural e ideológico 
dominante en el mundo durante buena parte del 
presente siglo, las naciones en desarrollo se su-
man a las tendencias intervencionistas. Añaden, 
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sin embargo, una dimensión nueva —esta vez 
tomada de la experiencia de planificación en los 
países socialistas y de la reconstrucción europea 
después de la segunda guerra mundial—, la de 
cerrar la brecha del atraso y la pobreza mediante 
acciones públicas deliberadas en el campo de la 
producción. Y ello establece un distingo impor-
tante: más que controles reguladores de la activi-
dad privada o la creación de instituciones de 
beneficio social, la intervención pública en Amé-
rica Latina se dirige, en la enorme mayoría de los 
casos, a poner en marcha empresas directamente 
productivas. Más que Estado benefactor, hay un 
Estado promotor que se ocupa de alentar, pero 
también de suplir, a los cuadros usualmente dé-
biles de los empresarios privados. 
No es extraño, entonces, que en el presente 
siglo el gasto público se hubiese elevado del 10 al 
40-60% del producto interno de las naciones in-
dustrializadas y hasta el rango de 30-50% entre 
los países latinoamericanos. Atrás quedaron los 
En el plano de las ideas, casi desde su ascenso a 
paradigma dominante, el liberalismo económico 
hubo de enfrentar críticas, resistir la aparición de 
doctrinas disidentes y asimilar reformas dictadas 
por el cambio de circunstancias o la evolución del 
pensamiento teórico. 
Los economistas no pueden reclamar ino-
cencia en los vuelcos pendulares de las concep-
ciones sobre el papel del Estado y del mercado. 
Sin mencionar a cismáticos y relapsos, las co-
rrientes doctrinarias dominantes tuvieron ideo-
lógicamente influencia nada desdeñable en favo-
recer cambios importantísimos en la opinión pú-
blica. El análisis de las fallas del mercado, el mo-
nopolio, la competencia imperfecta y, luego, de 
las externalidades, justificó técnicamente un am-
plio rango de regulaciones gubernamentales. En 
el campo de la macroeconomia, la eliminación 
del desempleo crónico, las fluctuaciones agrega-
das, o la volatilidad de los precios y tipos de 
cambio, despejan los escrúpulos sobre el manejo 
estatal de la economía. En unos casos, el aporte 
días en que los gobiernos no reconocían respon-
sabilidad alguna en la suerte de los pobres, en 
compensar el ciclo económico, en producir creci-
miento, cuando las riquezas materiales resulta-
ban socialmente admiradas más que resentidas 
{De Jasay, 1985). El Estado se convierte en el locus 
donde no sólo se dirimen, sino donde se ha de 
dar satisfacción a las demandas frecuentemente 
encontradas de los diferentes grupos de interés y 
donde se han de perfilar los equilibrios entre los 
valores de la democracia y del mercado. 
El ciclo intervencionista o de retroceso del 
mercado no viene a cerrarse hasta la década pa-
sada, cuando irrumpen con gran fuerza plantea-
mientos largamente larvados en algunos países 
del Primer Mundo. Y cuando, al alcanzar esta-
dios intermedios de progreso industrial, a buena 
parte de los países latinoamericanos se les plan-
tean pugnas cada vez más agudas entre clases 
empresariales fortalecidas y el Estado promotor 
tradicional. 
del pensamiento económico se traduce en crítica 
del funcionamiento de los mercados —propo-
niendo los remedios pertinentes—; en otros, se 
incorpora simplemente a corrientes ideológicas 
que ya habían ganado fuerza en las tesis y las 
prácticas políticas. 
Hoy la crítica se sitúa en el otro extremo. Los 
economistas han dejado de señalar las fallas del 
mercado para dedicarse a identificar las fallas de 
la intervención estatal. Y en este nuevo terreno 
han sido igualmente exitosos. El burocratismo y 
e! poder burocrático, los excesos reguladores, la 
falta de iniciativa, el desperdicio, el paternalismo 
del Estado benefactor, las cargas impositivas abu-
sivas, la proliferación de empresas paraestatales, 
son algunos de los temas que han despertado el 
interés de la disciplina económica. 
Una vez más el Tercer Mundo se suma a 
dichas tendencias en su doble aspecto de doctri-
na económica e ideología política. La razón es 
simple: en esas naciones no suelen generarse 
planteamientos propios con grado apreciable de 
II 
Los paradigmas económicos 
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universalidad. El fenómeno de la dependencia, 
más que en ias relaciones económicas se mani-
fiesta en la subordinación cultural, científica y 
técnica. Entonces, no siempre hay congruencia 
entre estadio de desarrollo y paradigmas socio-
políticos, que usualmente unen "o armonizan", 
sin fisuras mayúsculas, la realidad y la cultura en 
los países avanzados. 
Por más que haya correspondencia entre los 
movimientos ideológicos mundiales y las circuns-
tancias específicas del Tercer Mundo, hay siem-
pre alguna disonancia histórica. Es cierto que las 
ideas del liberalismo político y económico alenta-
ron enormemente la modernización de las socie-
dades latinoamericanas del siglo pasado. Pero 
también lo es, que contribuyeron a acentuar o a 
dejar de lado problemas socioeconómicos impor-
tantísimos, como el de la concentración de la 
tierra o la democratización real de los regímenes 
gubernamentales. 
En el caso del paradigma keynesiano no hu-
bo disonancia flagrante con las circunstancias la-
tinoamericanas, y sí, bastante complementarie-
dad. Sin reintegrar plenamente la economía al 
dominio de la política, la idea de poner bajo 
tutela pública el manejo de los grandes agrega-
dos económicos, permitió formar un consenso 
social que trajo consigo beneficios generalizados. 
El Estado tomó parcialmente el papel de la 
"mano invisible" en el intento de resolver los 
ciclos de prosperidad y depresión que escapaban 
a los poderes del mercado. Los trabajadores y las 
clases medias se beneficiaron con la garantía del 
empleo pleno en el presente y una mejor partici-
pación futura en los frutos del progreso material. 
Por su parte, la estabilidad de la demanda sostu-
vo la generación de utilidades y multiplicó las 
oportunidades de inversión de la empresa priva-
da (Ibarra, 1987). 
Más de treinta años de prosperidad mundial 
después de la segunda guerra mundial atesti-
guan la eficacia del consenso político keynesiano. 
A su amparo, la meta del empleo pleno en los 
países avanzados pudo traducirse, sin contradic-
ción ideológica, en el objetivo del crecimiento en 
el Tercer Mundo, impulsado desde y a partir de 
la intervención del Estado. Así, América Latina 
emprendió transformaciones de primera magni-
tud, sea en fomentar la industrialización, favore-
cer la urbanización o formar estratos de clases 
medias. Además, la expansión sostenida de los 
mercados mundiales benefició con intensidad 
desusada al comercio exterior latinoamericano, 
pese a las estrategias sustitutivas de importa-
ciones. 
La prosperidad, sin embargo, tuvo costos y 
dio origen a nuevos problemas. Adviértase cómo 
la bandera del empleo y el crecimiento, precisa-
mente por su eficacia en armonizar intereses y 
concentrar las energías sociales en un grupo limi-
tado de cuestiones, eliminó del debate público y 
de la acción de los partidos, al meollo reformista 
del pensamiento democrático. En efecto, al ele-
varse el desarrollo económico a objetivo verte-
bral de la acción del Estado y tornarse su fuente 
principal de legitimación, se dejó un tanto de 
lado la búsqueda de la modernización de los siste-
mas políticos. Así, con excepciones contadísimas, 
en el período de más intenso auge económico 
—las tres décadas que siguieron a la segunda 
guerra mundial—, el autoritarismo, los golpes de 
Estado, la violación de los derechos humanos y 
ciudadanos, constituyeron síntomas repetidos de 
una crisis política prolongada en busca todavía 
de solución estable en América Latina. 
El arreglo keynesiano comenzó a resque-
brajarse en la década de 1970 debido a una com-
binación compleja de causas —que aquí sólo se 
esbozan imperfectamente— en los países indus-
trializados. Los equilibrios fiscales se rompieron 
ente el triple embate de las demandas del Estado 
benefactor, las de apoyo a la formación privada 
de capital y las del sostenimiento de los esfuerzos 
bélicos. El surgimiento de nuevos centros indus-
triales exacerbó la competencia por los mercados 
internacionales, transnacionalizó la producción y 
forzó un cambio tecnológico intensificado. Los 
recursos destinados a satisfacer los compromisos 
de justicia social, comenzaron a escasear por 
cuanto aumentó la resistencia de la sociedad civil 
a pagar más impuestos, y porque competían con 
demandas de alta prelación política: el gasto mili-
tar y el asociado a mantenerse a la vanguardia de 
la competencia económica internacional. Más 
aún, cuando se persistía en el modelo envejecido 
de la posguerra, se alimentaban desequilibrios 
inflacionarios y de pagos, como ocurrió en los 
Estados Unidos al intentarse financiar simultá-
neamente la guerra de Vietnam y el proyecto de 
la gran sociedad del Presidente Johnson. 
El análisis político de esos mismos fenóme-
nos en el pensamiento anglosajón, subraya la 
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presencia de una inflación de expectativas, ali-
mentada por los medios de comunicación, los 
partidos políticos y la multiplicación de los gru-
pos de interés. Las demandas sociales en ascenso 
explosivo rebasaron la capacidad económica y 
administrativa del Estado. Ello, junto a la in-
fluencia de intelectuales —creadores de una cul-
tura adversaria—, redujo la voluntad popular de 
obedecer o tornó más y más ingobernables a las 
sociedades (Steinfels, 1979; Crozier y otros, 
1975; Bell, 1976). 
Frente a esos cambios de circunstancias y 
actitudes, poco a poco se perfiló un nuevo para-
digma con valores compartidos por neoliberales 
y neoconservadores, apoyado en muchas de las 
tesis siguientes: 
a) El fortalecimiento del mercado como el 
mecanismo idóneo para asignar eficientemente 
los recursos y absorber las actividades que abru-
man a la administración estatal. En la medida en 
que el Estado deje de participar o intervenir en la 
economía, podrá escapar más fácilmente de las 
demandas encontradas de los diversos grupos de 
interés que ponen en riesgo su legitimidad políti-
ca al quedar crecientemente insatisfechas. Si las 
exigencias excesivas condenan al fracaso a mu-
chos programas gubernamentales, la autoridad 
pública debe resguardarse, dispersando la res-
ponsabilidad de las fallas lo más que resulte posi-
ble (Steinfels, 1979, p. 64). 
b) La defensa del principio tradicional de la 
igualdad de oportunidades, pero el rechazo a la 
igualación de condiciones sociales o económicas 
(de ingresos o resultados) por ser peligrosa para 
la libertad. No se repudia por entero al Estado 
benefactor, pero se le restringe a proveer servi-
cios y seguridad con un mínimo de interferencia 
en los asuntos privados, y a no socavar los alicien-
tes a la inversión y el trabajo. La expansión histó-
rica de la actividad pública no es prueba de la 
fortaleza de los gobiernos, sino de su debilidad y 
de la de los líderes políticos para rechazar exigen-
cias improcedentes de los distintos grupos socia-
les (Crozier, 1975, p. 164; Kristol, 1981). 
c) El reordenamiento de las prelaciones so-
ciales en la agenda de la acción gubernamental: 
en el campo económico pierde terreno el empleo 
o el crecimiento como objetivos dominantes de la 
política. Antes han de asegurarse la estabilidad 
de precios, el restablecimiento de los alicientes a 
la inversión, y la eficiencia competitiva interna-
cional, así como emprenderse otros ajustes califi-
cados de estructurales. 
A diferencia del paradigma keynesiano (que 
buscó hacer de la distribución generalizada de 
beneficios la base del acuerdo consensual), la vi-
sión nueva busca apuntalar el funcionamiento de 
las economías, revitalizando las utilidades y la 
formación privada de capitales, esto es, some-
tiendo a la disciplina del mercado —-sin atempe-
ramientos estatales— al resto de los agentes pro-
ductivos y, desde luego, a trabajadores y consu-
midores. A largo plazo, la mayor inversión y la 
absorción de mejores tecnologías elevarán la pro-
ductividad y facilitarán el crecimiento, mientras 
que la simplificación del campo jurisdiccional del 
Estado, suprimirá la reaparición de demandas 
excesivas. 
Desde un punto de vista político se trata de 
aumentar el poder e influencia de los grupos 
empresariales vis a vis de los otros segmentos de 
la sociedad, a fin de asegurar la sobrevivencia 
internacional y reabrir el camino o la esperanza a 
la prosperidad sostenida. 
Sin duda, los nuevos paradigmas reflejan no 
sólo el estado de las ciencias económicas, sino 
también las circunstancias y el clima político de 
los países líderes del mundo industrializado, que 
buscan cómo orientar la evolución de las socieda-
des o cómo resolver los problemas a que se en-
frentan. La proliferación de grupos de interés 
acaso complica el manejo gubernamental, de-
biéndose poner barreras a los "excesos de partici-
pación" y a la presión que ejercen sobre el presu-
puesto y la agenda de trabajo del sector público. 
También es posible que el acrecentamiento del 
poder de negociación de los sindicatos haya crea-
do entorpecimientos a la mecánica del mercado. 
Por lo demás, el avance ulterior del Estado bene-
factor, seguramente habría demandado mayores 
cargas impositivas o situado las utilidades por 
debajo de los niveles aceptables, en un caso, por 
los contribuyentes y, en el otro, por la comunidad 
de los negocios. De su lado, la internacionaliza-
ción de las economías limita los beneficios sus-
ceptibles de redistribuirse en favor de los trabaja-
dores o de la población, e incluso obliga a redu-
cirlos frente al riesgo de perder la lucha de la 
competencia, excepto cuando esos costos quedan 
compensados con mejoras en la productividad. 
De aquí los apremios de la carrera universal por 
el cambio tecnológico. 
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Sean cuales fueren las razones de la muta-
ción paradigmática en el Primer Mundo, el he-
cho obliga a las naciones en desarrollo a acomo-
dar un nuevo tipo de disonancia histórica entre 
su realidad y las doctrinas económicas dominan-
tes. La asimilación de esa disonancia exigirá en 
muchos casos esfuerzos y sacrificios mayúsculos, 
lo mismo en la esfera política que de las relacio-
nes económicas. En América Latina ha de darse 
una mayor cuota de poder al empresario priva-
do, a pesar de que el avance de la democracia 
pediría más bien el acrecentamiento de la partici-
pación de los grupos imperfectamente incorpo-
rados a la vida moderna; ha de ahondarse, así sea 
transitoriamente, el rezago en la satisfacción de 
demandas sociales cuando el Estado benefactor 
apenas alcanzaba una etapa embrionaria de de-
sarrollo; han de fortalecerse las vinculaciones ha-
cia el exterior, cuando en muchos casos no se 
había completado el proceso de afirmación de las 
identidades nacionales; ha de renunciarse a la 
intervención estatal en la producción, cuando se 
encara la enorme tarea de reorientar por entero 
la dirección y el estilo del desarrollo; ha de bus-
carse la legitimación política en campos distintos 
al del empleo y el crecimiento. Y por añadidura, 
ha de lograrse todo lo anterior mientras de algún 
modo se protegen y articulan las tendencias pre-
sentes, paradójicamente proclives a la democra-
cia y a la modernización de los regímenes polí-
ticos. 
Las reformas y reacomodos en la esfera es-
trictamente económica no son menos exigentes. 
En primer término, es mayor la prelación que se 
otorga a la estabilidad de precios y al equilibrio 
de pagos que a las metas de expansión producti-
va. En segundo lugar, ha de combatirse el protec-
cionismo, cambiar la estructura de precios relati-
vos en favor de los exportadores, contener el alza 
salarial por debajo de la inflación, establecer re-
gímenes legales favorecedores de la inversión 
extranjera, hasta hacer de la demanda externa el 
centro dinámico del crecimiento económico. En 
tercer lugar, se ve como imprescindible instaurar 
y sostener la más recia disciplina fiscal — princi-
palmente por medio de la reducción del gasto y 
de tas inversiones aunque también subiendo los 
precios de los bienes y servicios públicos y acre-
centando la imposición indirecta —, mientras se 
reduce la carga de los impuestos progresivos; 
enjutar la intervención estatal y privatizar o ce-
rrar empresas públicas, hasta lograr que los im-
pulsos al desarrollo provengan del mercado y se 
expresen en inversiones privadas. 
Se trata, en esencia, de cambiar rápida y radi-
calmente el patrón anterior de desarrollo econó-
mico. El liderazgo protagónico de la acción públi-
ca sería sustituido por la acción de la empresa 
privada. El mercado interno que antes proveía el 
ímpetu y la orientación del proceso de desarro-
llo, habría de ser reemplazado por la demanda 
de los mercados internacionales. A su vez, la rápi-
da sucesión de transformaciones en la economía 
internacional, multiplica los desfases a corregir y 
los reacomodos a completar en las estructuras 
exportadoras latinoamericanas y hace de la re-
conversión productiva y de la incorporación a la 
revolución tecnológica mundial, requisitos de so-
brevivencia en la competencia externa. 
En suma, hay una extraordinaria acumula-
ción de exigencias de reforma que provienen de 
adentro y de afuera de los sistemas sociales lati-
noamericanos. Hay tensiones que sobrecargan 
los sistemas de decisión de los gobiernos, entor-
pecen el funcionamiento de las economías y po-
nen a prueba la resistencia misma de los sistemas 
políticos. Transferir las responsabilidades del 
desarrollo al mercado y al sector privado, de-
manda transformaciones culturales importantí-
simas. Una de ellas consiste en aceptar tenden-
cias en la distribución del ingreso que contrarían 
el sentido de justicia e igualdad de los valores 
democráticos. Otra, reside en instilar a la comu-
nidad de los negocios, un espíritu solidario de 
responsabilidad nacional, por cuanto se pone en 
sus manos un poder económico sin precedentes 
en nuestro siglo. 
"No todas las metas globales de una nación 
son intrínsecamente compatibles con cualquier 
orden social prevaleciente. Siempre que surge 
un conflicto, estamos obligados a escoger entre 
abandonar la meta o el orden existente, esto últi-
mo con el riesgo de usar medios que pueden 
derrotar el fin perseguido" (Lowe, 1987, p. 19). 
Tal es el dilema medular, la disonancia histórica, 
de insertarse a fortiori en una comunidad interna-
cional donde normativamente se ha configurado 
una visión de los objetivos sociales y del rumbo a 
imprimir al mundo, distinta, separada en aspec-
tos importantes de la que correspondería al esta-
dio de desarrollo, la historia y las instituciones de 
las naciones latinoamericanas. Por cierto, si hay 
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la disposición de implantar los cambios sin consi-
derar los costos sociales, o hay una avalancha 
incontenible de fuerzas geopolíticas mundiales, a 
la postre, cualquier patrón de desarrollo se torna 
posible aunque sea repudiable desde la visión de 
Reflejo directo de las circunstancias descritas es 
la alteración radical de los enfoques de política 
económica. No sólo cambian y se angostan los 
objetivos sociales, sino también se altera la elec-
ción de medios de acción para satisfacerlos, 
mientras metas e instrumentos intercambian po-
siciones. 
El acrecentamiento real de la producción y el 
empleo ha periclitado como objetivo básico y di-
recto de las políticas de los países industrializa-
dos. El nuevo o los nuevos paradigmas económi-
cos consideran el crecimiento como un subpro-
ducto del funcionamiento de los mercados; por 
consiguiente, lo esencial consiste en favorecer la 
eliminación de trabas, garantizando la libertad 
económica, el desarrollo libre de las actividades 
de los agentes productivos. 
Si en lo interno se decide poner límite al 
Estado benefactor, en lo externo se produce un 
cambio análogo, en los objetivos de ayuda al de-
sarrollo del Tercer Mundo. El proteccionismo de 
los países industrializados se intensifica, mientras 
se estanca o reduce el financiamiento concesional 
a la periferia. Más aún, se difiere la solución del 
problema de la deuda latinoamericana que dre-
na recursos esenciales al desarrollo. Lejanos pa-
recen los días de los programas del Punto IV de 
Truman o la Alianza para el Progreso de Ken-
nedy. 
En este orden de ideas, se pone el énfasis en 
el control de la inflación más que en combatir el 
desempleo. Y el afán de los gobiernos por ganar 
credibilidad en el frente antiinflacionario, les lle-
va a permanecer impasibles frente al aumento de 
la desocupación que llega a cifras del 7 al 11 % en 
distintos años de la década pasada en la mayoría 
de las economías industrializadas. Así, en unos 
casos, la política fiscal deja de compensar las (luc-
ia democracia política. Así ocurrió con el modelo 
colonial impuesto por la conquista en América 
Latina, que destruyó los sistemas económicos 
vernáculos y causó el desplome de la población 
indígena en el siglo xvi. 
tuaciones de la oferta y el empleo para ocuparse 
de fijar techos a la expansión de la demanda 
nominal, con el propósito de invalidar los impul-
sos expansionistas de que se alimenta la inflación. 
Y en otros, el reconocimiento de los inconvenien-
tes y limitaciones de la política fiscal en la mani-
pulación de la demanda agregada, hace a un lado 
al viejo activismo gubernamental.3 En buena me-
dida, el alto grado de interdependencia econó-
mica y en particular la rapidísima integración de 
los mercados financieros vienen restando auto-
nomía a las políticas nacionales, sobre todo a las 
que potencialmente pretendiesen adherirse al 
activismo fiscal típico de los años sesenta (Sachs, 
Warwick y Mckibbin, 1988; Volker y otros, 1987; 
Polak, 1988; Fisher, 1987). 
Al eclipsarse el paradigma keynesiano, el 
monetarismo pasa a ocupar un lugar preeminen-
te entre las políticas gubernamentales. De una 
parte, aunque sólo fuese transitoriamente susti-
tuye a la política fiscal como el medio principal de 
mantener el cauce y el caudal de la demanda 
nominal de la economía, abandonando su fun-
ción tradicional de regular los tipos de cambio 
(Williamson y Miller, 1987). De otra, la expan-
sión de algún agregado monetario se convierte 
en la meta suprema de la política económica al 
pensársele determinante o, al menos, ligada uní-
vocamente con la tasa de expansión de la deman-
da agregada nominal. 
El reduccionismo economicista en los fines 
sociales alcanza la expresión más acabada cuando 
"'Aun en los Estados Unidos, donde poco se ha hecho en 
la práctica por eliminar los déficit fiscales, la ley Gramm-
Rudman-Hollings establece objetivos formalmente precisos 
para la corrección de esos desequilibrios en el tiempo (Cloud, 
1989). 
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la regulación del circulante monetario o de éste, 
sumado a los depósitos financieros a plazo, se 
transforma en la meta social por excelencia. Así 
quedan desbancados la difusión y perfecciona-
miento de las libertades políticas y de los dere-
chos individuales del siglo pasado o el empleo 
pleno, el crecimiento y los derechos sociales del 
presente siglo. ¿Cómo extrañarse, entonces, de la 
pérdida de fuerza popular, legitimadora, que 
experimenta la política económica de nuestros 
días? 
En cuanto al manejo del balance de pagos 
inmediatamente después de abandonarse el sis-
tema de Bretton Woods (1972), la estabilidad del 
tipo de cambio dejó de ser un objetivo de la 
política económica para convertirse en instru-
mento de ajuste de los efectos de la política mo-
netaria. En efecto, al erigirse a la categoría de 
meta la expansión de algún agregado monetario, 
tuvieron que adoptarse tipos de cambio flotan-
tes, como medio de equilibrar el balance de 
pagos. 
Sin embargo, frente a las violentas fluctua-
ciones resultantes en las paridades y las tasas de 
interés, el absolutismo monetarista pronto tuvo 
que atemperarse. Hoy en día, la política moneta-
ria, según algunos, debiera recobrar la función 
de acotar las oscilaciones de los tipos de cambio y 
coadyuvar al control de la demanda agregada. 
De ese modo, los movimientos en los tipos de 
cambio dejarían de validar la inflación interna de 
los países, obligando a corregirla con otros ins-
trumentos de política económica, en vez de aco-
modarse simplemente a ella. Pero también, hay 
quienes rechazan la idea de usar anclas nomina-
les de estabilización de los tipos de cambio como 
guía de la política monetaria, por cuanto conside-
ran que el comercio internacional está determi-
nado por la magnitud real de las transacciones. 
La controversia no está resuelta. En la prácti-
ca, sin embargo, los bancos centrales de los países 
industrializados han seguido un camino interme-
dio: sin fijarse metas precisas de estabilización de 
los tipos de cambio, han procurado ordenar los 
mercados cambiarios y las tasas de interés me-
diante políticas de intervención ad hoc con ingre-
dientes importantes de coordinación entre paí-
ses, por cuanto también debe procurarse la esta-
bilidad del sistema financiero internacional. 
En contraste, hay unanimidad en los centros 
en cuanto a eliminar la política de ingresos, esto 
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es, al manejo consensual o forzado de las remu-
neraciones de algunos agentes productivos, co-
mo instrumento de combate a la inflación. Se 
percibe que su uso puede crear inflexibilidades 
en el mediano o largo plazo al politizar la econo-
mía y reducir el área de influencia de los procesos 
libres del mercado. 
A escala microeconómica tienen también lu-
gar metamorfosis de peso. El cambio estructural 
más significativo se orienta a elevar la intensidad 
de la competencia en los mercados y reducir la 
participación estatal en el valor agregado de los 
países. La desreglamentación de la actividad eco-
nómica, incluido el sector financiero, la privatiza-
ción de empresas públicas, el establecimiento de 
tratamientos fiscales benignos a las utilidades y a 
la reinversión, y la reducción del poder de los 
sindicatos, integran un conjunto de medidas que 
buscan acrecentar la eficiencia, bajar los costos y 
reforzar los alicientes a la formación privada de 
capital. 
Esos son los principales elementos de la re-
forma estructural que con distintos alcances y 
fortuna se implantan desde comienzos de la pre-
sente década en los países industrializados, como 
el medio de alentar la producción y a los produc-
tores, sin tener que recurrir a los estímulos fisca-
les de la demanda que tanta relevancia alcanza-
ron con el paradigma keynesiano. 
En general, las principales corrientes doctri-
narias en boga reducen el valor de las acciones 
gubernamentales en orientar el desarrollo, ele-
var las tasas de crecimiento o procurar empleo a 
la fuerza de trabajo. Los monetaristas sostienen 
que los gobiernos no pueden combatir con efica-
cia las alzas y depresiones del ciclo económico. El 
acrecentamiento del gasto o de la oferta moneta-
ria quizá haga que la economía crezca momentá-
neamente un poco más, pero ese efecto pasa y 
queda un residuo inflacionario más permanen-
te.4 La escuela de expectativas racionales es toda-
vía más pesimista. En efecto, sostiene que los 
actores económicos, al tener información com-
pleta, anticipan los cambios en las políticas gu-
bernamentales, cancelando sus efectos. Así, los 
4De ahí la recomendación de que los bancos centrales se 
adhieran a una regla de expansión regular de la oferta mone-
taria para lograr la estabilidad de precios y, por esa vía, 
asegurar un clima favorable a la inversión de la cual depende 
el desarrollo de largo plazo (Friedman, 1968). 
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gobiernos no pueden alterar el curso de la econo-
mía, salvo cuando implantan medidas inespera-
das, pero difícilmente pueden repetir la hazaña 
sin que los agentes productivos la prevean. En-
tonces, las políticas fiscal y monetaria apenas tie-
nen la fuerza de determinar algunas fluctuacio-
nes de corto plazo en torno a una tendencia de 
largo término difícil de alterar por la acción deli-
berada de los gobiernos (Lucas, 1972; Sargent y 
Wallace, 1983). Sólo la corriente ya en retirada 
de los ofertistas atribuye cierta eficacia a la políti-
ca económica en alentar la formación de capital, 
y de ahí hacer factibles mayores tasas de desarro-
llo. Pero esos resultados dependen de que la polí-
tica fiscal detenga el gasto del Estado benefactor 
y acreciente los estímulos fiscales a la inversión y 
el ahorro, elimine regulaciones y privatice activi-
dades públicas (Gilder, 1968; Raboy, 1982). 
En suma, las visiones dominantes otorgan 
relevancia limitada a la acción de los gobiernos en 
la conducción de los fenómenos económicos y en 
la satisfacción de los objetivos de empleo, creci-
miento o equidad. Y cuando admiten una in-
fluencia mayor, la hacen depender de la posibili-
dad de compensar con mayor generosidad la 
contribución de los inversionistas y ahorradores, 
vis a vis el resto de la población. 
La política económica viene dejando de ser 
activista en cuanto a favorecer los objetivos de 
empleo y de crecimiento o de su correlato en 
propender a una distribución cada vez más igua-
litaria de los ingresos. En buena medida, la ocu-
pación, la expansión real de la producción o el 
reparto de las rentas nacionales, son variables de 
ajuste, esto es, se les amolda ex profeso a la conse-
cución de los objetivos superiores de estabilidad 
de precios, o de competitividad en los mercados 
internacionales. 
Entonces, la supresión de las políticas de in-
gresos (controles sobre los precios y las remune-
raciones al trabajo) es funcional al nuevo para-
digma preocupado por reducir los costos y mo-
ver los precios relativos en favor del capital y las 
exportaciones, así como restar poder de negocia-
ción a los sindicatos. Y también lo es una política 
fiscal menos inclinada a corregir las fluctuacio-
nes cíclicas y más interesada en alterar en aquel 
sentido los precios relativos y la asignación de los 
recursos en el largo plazo. 
La metamorfosis de las políticas económicas, 
de sus objetivos e instrumentos, es también efec-
to y causa de cambios culturales importantísimos. 
El bienestar económico, esto es, el desarrollo co-
mo meta social por excelencia, comienza a per-
der peso, mientras lo adquiere el mejoramiento 
de la calidad de vida de las poblaciones en las 
naciones avanzadas.5 Ello es resultado de la inte-
racción de múltiples fenómenos sociales. Los al-
tos índices de seguridad y bienestar materiales de 
que han gozado los países del Primer Mundo 
desde comienzos de la posguerra, la maduración 
demográfica de ese mismo conglomerado de paí-
ses, el reconocimiento de los límites ecológicos 
del planeta, son algunos de los numerosos facto-
res que explican la alteración de largo plazo de 
los patrones valorativos que se observan en el 
Occidente industrializado, para no repetir la 
mención de otros de índole económica (In-
glehart, 1977). 
Aun así, el péndulo doctrinario pareciera co-
menzar a moverse tímidamente hacia tesis que 
admiten un papel más activo del Estado en los 
asuntos económicos. Al menos, se comienzan a 
configurar zonas de posible acuerdo, donde se 
examinan de modo fresco y ecléctico disparida-
des entre realidades y teoría, se abandonan su-
puestos demasiado restrictivos y se intenta fun-
damentar con mayor rigor algunas conclusiones 
económicas. 
Desde luego, desaparece la creencia keyne-
siana en la sintonización fina de la economía o la 
de crear empleo pleno mediante el expediente 
fácil de la inyección masiva de gasto público. 
También van de retirada los enfoques moneta-
ristas que, con reglas elementales y automáticas 
de expansión de la oferta de dinero, pretendían 
resolver los problemas de la estabilidad y hasta 
del crecimiento. En contraste, se admite la im-
portancia de la formación de las expectativas en 
la determinación del comportamiento de las eco-
nomías, la presencia de mercados en desequili-
brio estructural o donde no domina la libre com-
petencia, así como el imperativo de asentar sobre 
5En Estados Unidos, Japón y Europa, la inversión y el 
ahorro han venido decayendo en peso con relación al produc-
to desde la década de 1970. Y esos cambios altamente signifi-
cativos de comportamiento de los agentes económicos y las 
familias explican con toda probabilidad buena parte de la 
declinación en las tasas de desarrollo del Primer Mundo en 
los últimos veinte años (Aghevli y otros, 1990 y Bosworth, 
1990). 
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basamentos microeconómicos mucho más sóli-
dos los diseños macroeconómicos. Sin que se dé 
acuerdo general, hay ya quienes se atreven a 
perfilar los ingredientes de una especie de nueva 
síntesis neoclásica. Ahí se combina la administra-
ción estatal de la economía6 y la libertad econó-
mica a escala microeconómica, añadiéndose in-
centivos al empleo o la producción y la supresión 
de las rigideces de los mercados de trabajo. La 
restricción a la autonomía de las políticas nacio-
nales impuesta por la interdependencia interna-
cional, se resuelve suponiendo una dosis impor-
tante de coordinación de las acciones entre los 
países industrializados, como forma de adminis-
trar la economía mundial (Malinvaud, 1977; 
Friedman, 1985; Williamson, 1987; Rotemberg, 
1987; Fisher, 1988; Dornbusch, 1990).7 En ma-
teria de desarrollo, se sostiene la superioridad de 
En América Latina, la desconfianza de la nueva 
macroeconomia en soluciones que no sean de 
mercado y los apremios de la crisis económica 
—que se expresan en desequilibrios agudos de 
orden presupuestario, de precios y de pagos—, 
han conducido a que se dé preeminencia a las 
políticas de estabilización de corto plazo. Los ins-
trumentos preferidos se asocian al ajuste fiscal y 
la restricción monetaria, salvo en algunos países 
donde la hiperinflación ha hecho ineludible uti-
lizar políticas de ingresos. Además, las nuevas 
vertientes paradigmáticas han cobrado fuerza 
6El manejo macroeconómico supone guiar no sólo los 
niveles de la demanda agregada mediante los instrumentos 
fiscales y monetarios, sino también la estructura de los precios 
relativos de variables importantes, como los salarios, el tipo de 
cambio o las tasas de interés. 
7
 Es fácil inferir de lo anterior que la vuelta al keynesia-
nismo es no sólo más cauta, sino sigue concepciones más 
conservadoras en cuanto al Estado de bienestar. La liberaliza-
ción de los mercados laborales se ve como condición necesaria 
para la supresión del desempleo —por encima de la tasa 
natural— y la estabilidad macroeconómica, sin dar mayor 
peso a sus efectos distributivos o considerándolos como un 
mal menor. 
la competencia, pero ya no se condenan por ente-
ro, ni con la misma unanimidad, las prácticas 
sustitutivas de importaciones, ni las políticas deli-
beradas de fomento industrial o comercial.8 
Las sendas nuevas que abren el pensamiento 
económico y el análisis empírico contemporá-
neos, llevan a configurar posturas más ponde-
radas y cautas, menos ambiciosas y afirmativas, 
sobre el apoyo que puede prestar la teoría econó-
mica a la consecución de las metas y a la configu-
ración de las estrategias gubernamentales. Por 
supuesto, la crisis doctrinaria de la ciencia econó-
mica no se ha resuelto y todavía está lejos la 
configuración de un nuevo paradigma. Y, sin 
embargo, los avances parciales, la voluntad de 
revisar dogmas y de admitir enfoques normati-
vos diversos, comienzan a gestar aportes teóricos 
y prácticos interesantísimos. 
singular al ser impulsadas simultáneamente por 
las instituciones financieras internacionales, las 
agencias de ayuda bilateral de los países indus-
trializados y la banca comercial. La condicionali-
dad cruzada resultante no ha sido o no ha podido 
ser resistida por los gobiernos debilitados por la 
aguda escasez de divisas y recursos. 
La política cambiaria, desde la generaliza-
ción del uso de tasas flotantes, ha servido princi-
palmente como válvula de ajuste del sector exter-
no a la inflación. Por lo general, los esfuerzos por 
imprimir estabilidad al tipo de cambio se han 
frustrado ante la magnitud desusada de los dese-
8La prudencia de los enfoques teóricos recientes, lleva a 
plantear que la protección no debe exceder límites compara-
tivamente bajos o que los sistemas de intervención estatal 
cuanto más complejos, tienen mayores riesgos de caer en 
errores acumulativos e invitan a la acción frecuentemente 
distorsionadora de los grupos de presión (Krugman, 1987). 
Pero, a la vez, admiten que cuando se suprime el supuesto 
irrealista de competencia perfecta en muchos mercados in-
ternacionales, es factible que la intervención de los gobiernos 
en beneficio de las empresas nacionales, pueda determinar 
resultados superiores (Helpman y Krugman, 1989; Levy y 
Nolan, 1989; Pompret, 1988). 
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quilibrios de pagos y de precios. La interrupción 
de los flujos de crédito de la banca internacional y 
la transferencia neta de ahorro al exterior por el 
servicio de la duda, o la fuga de capitales, acen-
túan directamente la inestabilidad de los merca-
dos cambiarios y de las finanzas públicas. A lo 
anterior se añaden los efectos inmediatos de las 
políticas aperturistas, a las que se alude más ade-
lante. 
Por consiguiente, el ajuste del balance de 
pagos ha sido predominantemente recesivo al 
tener que descansar en la compresión de las im-
portaciones, dado el más largo período de madu-
ración de cualquier incremento de la oferta ex-
portable y la desusada magnitud de los déficit en 
cuenta corriente. Así, se da la paradoja de que las 
economías se cierran en los hechos, cuando más 
esfuerzos se comprometen en abrirlas. 
La política fiscal ha debido encauzarse a sa-
near los déficit presupuestarios y a buscar fuen-
tes internas para financiarlos, ante la ausencia de 
recursos foráneos. Los mayores recortes en el 
gasto se observan en la inversión estatal y en el 
sostenimiento de los servicios sociales. Con ex-
cepción de las tarifas de los servicios públicos o de 
los precios de los bienes producidos por entes 
paraestatales, los esfuerzos de reforma por el 
lado de los ingresos gubernamentales han sido 
por lo general menores o sus efectos han queda-
do contrarrestados en grado importante por la 
reducción de las tasas de crecimiento de la pro-
ducción. 
Así, el ajuste fiscal ha resultado también in-
tensamente recesivo, por cuanto frena en alto 
grado la formación pública de capital y, además, 
por exigir la canalización preferente de los recur-
sos de la banca nacional al financiamiento de los 
déficit presupuestarios, enrareciendo y encare-
ciendo el crédito a la empresa privada. Muchas 
demandas sociales se han suprimido, como lo 
atestigua la reducción del gasto social, de la in-
versión o los salarios reales de los funcionarios 
públicos. Con todo, han surgido con fuerza otras, 
que impiden cerrar el déficit fiscal. La conver-
sión de la deuda externa privada en riesgo sobe-
rano,10 la transferencia masiva de los recursos 
9En proporción al producto, las importaciones de Amé-
rica Latina han caído del 15.6% en el período 1976-1980 al 
11.6% en el que va de 1985 a 1988. 
l0En 1982, la deuda pública externa representaba la 
del ahorro latinoamericano al exterior y el pre-
mio de altas tasas internas de interés a los ahorra-
dores nacionales que adquieren valores guberna-
mentales, forman partidas de gasto que suelen 
representar entre el 30 y el 60% del presupuesto 
de los gobiernos centrales. 
Salvo contadísimas excepciones, la inercia 
del servicio de la deuda interna y externa, la 
disminución del crecimiento, así como otros fac-
tores privativos de cada país, han retrasado o 
imposibilitado alcanzar un ajuste fiscal completo. 
Otro tanto ocurre en el caso del balance de pagos, 
debido a que la reconstrucción de los sectores 
exportadores ha sido lenta por la inflexibilidad 
natural en el traslado intersectorial de recursos, 
sobre todo cuando se encuentra debilitado el 
proceso de formación de capital físico y humano. 
Mayor consolidación parece observarse en 
materia distributiva, ya que las cargas del ajuste 
han recaído asimétricamente sobre ciertos secto-
res sociales. En casi todos los países han decaído 
los salarios reales —y su proporción en el pro-
ducto—, el empleo y las erogaciones públicas en 
bienestar social, mientras se acrecientan las tari-
fas de los servicios públicos básicos y disminuyen 
los subsidios al consumo popular. Les sacrificios 
salariales han sido funcionales a la elevación de 
las tasas de interés, así como al cambio de los 
precios relativos en favor de los llamados pro-
ductos "comercializables". Y también lo han sido 
en la tarea de asignar las pérdidas reales de in-
greso que se asocian al deterioro de los términos 
del intercambio y a la transferencia de ahorros al 
exterior. 
Los menores salarios, aparte de tener reper-
cusiones sociopolíticas, en algunos países han ge-
nerado oleadas sucesivas de empobrecimiento. 
El menor poder adquisitivo del grueso de la po-
blación suscita la contracción de la demanda de 
los mercados. La capacidad instalada excedente 
eleva los costos unitarios, mientras sé divorcia la 
composición de la demanda de la estructura me-
nos flexible de la oferta. En tales circunstancias, 
sea por las inflación de los costos en las industrias 
de consumo popular o por la demanda excesiva 
en las que sirven al consumo de los estratos socia-
les de ingresos altos, hay exacerbación de los 
desajustes de precios y de pagos. Ello fuerza a 
mitad de la deuda foránea de América Latina. Ya en 1985, 
alcanzó el 70% (CEPAL, 1990b). 
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redoblar las medidas restrictivas de la demanda, 
induciendo ciclos depresivos que se repiten una y 
otra vez. 
La misma secuencia de eventos y políticas 
debilita el proceso de formación de capital, esto 
es, aplaza el ajuste estructural indispensable del 
lado de la oferta. Las actividades más castigadas 
son precisamente aquellas no consolidadas. En 
efecto, es usual que las nuevas actividades sean 
las más fáciles de suprimir —no lesionan intere-
ses creados—, y se asocien a los mayores riesgos a 
pesar de que merecerían una prelación más alta 
en la transformación económica de largo plazo. 
A título ilustrativo, adviértase que resolver el es-
trangulamiento de pagos, supone principalmen-
te ampliar la capacidad exportadora. Y ello im-
plica emprender inversiones en aumentar o di-
versificar la producción; en mejorar la infraes-
tructura física —transporte, comunicaciones, 
puertos, almacenamiento—; y en crear servicios 
de apoyo —mercadeo, financiamiento, seguros, 
informática, tecnología, capacitación. 
Las tesis en boga en lo que se refiere al cam-
bio estructural descansan en soluciones de mer-
cado. El establecimiento de un arancel bajo, uni-
forme y descendente en el tiempo, así como el 
manejo de la política cambiaria como instrumen-
to equilibrador de las cuentas externas, son las 
dos vías principales mediante las cuales se busca 
alterar los precios relativos en favor de los bienes 
comercializables. 
Sin negar la idoneidad de las metas subya-
centes en el enfoque descrito, en muchos casos ha 
resultado excesivamente general en cuanto a la 
promoción de las exportaciones; en otros, insufi-
ciente para romper los cuellos de botella de la 
oferta, y quizá en unos terceros —los exitosos— 
se haya debido incurrir en costos sociales ele-
vados. 
Sin duda, alterar la estructura de los precios 
relativos es condición necesaria al propósito de 
atraer la actividad empresarial hacia el sector 
exportador. Con todo, dada la limitación congé-
nita de recursos en el Tercer Mundo, difícilmen-
te podría emprenderse con altas probabilidades 
de éxito la fabricación inmediata de una gama 
amplia de nuevos productos para los mercados 
internacionales. Asimismo, la competitividad 
efectiva de los países en desarrollo no sólo está 
dada por los costos de producción, sino también 
por una serie de deficiencias en la infraestructu-
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ra, la capacidad gerencial y los servicios de apoyo. 
Para romper esos puntos de obstrucción se re-
quiere que ios programas de inversión pública se 
liguen funcionalmente a la promoción del co-
mercio exportador, así como se implanten medi-
das ad hoc de política industrial para hacer viable 
la fabricación y mercadeo de bienes específicos 
con potencial para afianzar ventajas comparati-
vas dinámicas. 
En lo fundamental, la transformación del 
comercio exterior latinoamericano implica susti-
tuir el papel decisivo de las exportaciones que 
hacen uso intensivo de recursos naturales o ma-
no de obra, por exportaciones menos vulnera-
bles, a los rendimientos decrecientes y a las ine-
lasticidades de la demanda mundial. Adviértase 
que las actividades de vanguardia en el comercio 
externo—productos farmacéuticos, petroquími-
cos, fibras compuestas, cerámicas, equipo de 
computación y comunicaciones, software, equipo 
de transporte— hacen uso intensivo de conoci-
mientos y suelen estar sujetas a rendimientos 
crecientes. 
Esas dos características, junto al hecho de 
existir numerosos mercados oligopolizados, in-
validan la aplicabilidad plena del modelo analíti-
co del mercado de libre competencia, debiéndose 
recurrir a modelos de política diferentes, donde 
la promoción e intervención estatales pueden re-
sultar apropiadas (Helpman y Krugman, 1989; 
Brian, 1989; Gilroy, 1989; Levy y Nolan, 1989; 
CEPAL, 1990a). Convendría, por tanto, concertar 
prioritariamente los esfuerzos en la identifica-
ción selectiva de núcleos de especialización en 
actividades dinámicas, y luego hacer otro tanto 
en materia de apoyo gubernamental en tecnolo-
gía, financiamiento e inserción en mercados ex-
ternos. 
Puesto en otros términos, junto a las políticas 
generales que se encaminan a crear un marco 
macroeconómico proclive al cambio estructural, 
es indispensable poner en práctica políticas mi-
croeconómicas que aseguren el cumplimiento de 
objetivos concretos donde se presuma esté locali-
zado el mayor potencial de desarrollo y donde 
puedan conjugarse los esfuerzos públicos y los 
privados. La limitación de los recursos, las imper-
fecciones o la inexistencia de los mercados, y las 
restricciones anejas a los programas de estabiliza-
ción, hacen utópico el intento de ganar simultá-
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neamente la excelencia productiva en una multi-
plicidad de actividades y productos. 
Incuestionablemente, en la medida en que el 
desmantelamiento del proteccionismo sea más 
rápido y radical, el cambio en los precios relativos 
beneficiará más a los productores de bienes co-
mercializables. Pero eso, por sí mismo, no acorta 
del todo el tiempo de maduración de las inversio-
nes, ni los rezagos en las transferencias intersec-
toriales de recursos. De otra parte, cuanto más 
apresurado sea el proceso de apertura, más in-
tensas serán las pérdidas en empleo y produc-
ción, así como los desequilibrios inmediatos de 
pagos. 
Hay diferencias insoslayables en la velocidad 
con que puede ajustarse la demanda con respec-
to a la reacción más pausada de la oferta, cuando 
se trata de expandir, transformar o diversificar la 
producción. Hay también exigencias que no sa-
tisfacen las políticas macroeconómicas, cuando 
se trata de fomentar específicamente actividades 
concretas, crear nuevas ventajas comparativas o 
alcanzar la excelencia productiva en nichos espe-
cíficos de especialización. Y existen conflictos u 
oposición (trade-offs) entre los objetivos de la esta-
bilización, el cambio estructural y la equidad dis-
tributiva, que obligan a elegir combinaciones en-
tre ellos, a sabiendas de que habrán de reflejarse 
en costos de un lado o de otro. 
Si se desea reducir los sacrificios sociales y el 
tiempo de consolidación de los complejos proce-
sos de estabilización y ajuste, habría que comple-
mentar las estrategias macroeconómicas con po-
líticas industriales específicas; bajar, a veces, la 
mira de los esfuerzos de estabilización a fin de 
facilitar la transformación ordenada de la capaci-
dad de oferta; aceptar la necesidad de completar 
las soluciones puras de mercado con la interven-
ción estatal, sea dirigida al fomento de activida-
des prioritarias o a asegurar mínimos de equidad 
distributiva, compatibles con la estabilidad socio-
política. 
Las raíces de la inestabilidad de precios en 
América Latina suelen ser más complejas que las 
de los procesos inflacionarios en los países indus-
trializados. En estos últimos, el gasto excesivo 
público o privado, los shocks externos o los au-
mentos de costos, explican en altísimo grado la 
aparición de las presiones alcistas de precios. En 
nuestro caso, a esos factores muchas veces pre-
sentes, habría que añadir la desalineación funda-
mental del comercio exportador respecto a la 
estructura de la demanda mundial11 — que origi-
na tensiones cambiarias crónicas—, la abrupta 
interrupción de los flujos del ahorro externo 
—que eleva enormemente las tasas de interés— y 
el incremento de los costos unitarios por el au-
mento de la capacidad ociosa —producto de la 
depresión de la demanda y de los enormes reaco-
modos distributivos que vienen teniendo lugar— 
y pugnas distributivas no resueltas, exacerbadas 
por la desigual distribución de los costos del 
ajuste. 
La política fiscal ha sido incapaz de cumplir 
sus funciones normales y servir, además, la deu-
da externa e interna. Así, los gobiernos han debi-
do aflojar la disciplina del gasto o dejar de inver-
tir en la formación de capital humano y físico. 
Los desequilibrios de pagos, de su lado, presio-
nan sobre el mercado cambiario y distorsionan 
las expectativas, alimentando alzas primarias de 
precios que luego vuelven necesarios nuevos 
ajustes cambiarios. Ese proceso, apenas esque-
matizado, obstaculiza la materialización de inver-
siones privadas y públicas que resuelvan la insufi-
ciencia de las exportaciones, sustituyan con efi-
ciencia las compras del exterior o mejoren la 
capacidad competitiva de los países!. Y lo que 
ocurre en la inversión física, se reproduce en el 
caso de la formación de capital humado, como lo 
muestra el impacto depresivo del ajuste en el 
gasto social, los salarios y el desempleo.12 
Por eso, la inflación latinoamericana está 
lejos de haber sido dominada, como lo muestra el 
hecho de que alcanzó cifras record de 1 000% en 
11Según datos de la CEPAL, la participación latinoameri-
cana en el valor del comercio mundial de exportaciones cayó 
50% entre 1950 y 1980; tendencia que no se ha corregido 
pese a esfuerzos recientes como lo muestra el hecho de que 
volviese a reducirse del 5.5 al 3.8% entre ese último año y 
1989. 
12En América' Latina entre 1980 y 1987, el desempleo 
abierto creció 16%, la ocupación en el sector moderno de la 
economía casi quedó estancada, los ingresos laborales medios 
cayeron 27.9%; los salarios mínimos reales se deterioraron en 
más del 10%; el gasto social, salvo en Honduras y Trinidad y 
Tabago se desplomó en relación con las erogaciones guberna-
mentales y el producto (CEPAL, 1989a y PREALC/OIT, 1988), 
mientras la población con ingresos inferiores a la línea de la 
pobreza se acrecentó de un tercio a cerca del 40% del total en 
el primer quinquenio de los años ochenta ((Jarcia y otros, 
1988). 
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1989. En cierto modo, los programas ortodoxos 
de estabilización son capaces de atenuar las espi-
rales inflacionarias, pero al costo del estanca-
miento. Y cuando se afloja la disciplina o se ex-
pande la producción, vuelven a surgir con mayor 
virulencia. Eso explica que se haya echado mano 
de instrumentos descartados en los centros in-
dustriales, como es la política de ingresos. Ese 
instrumento, junto a la celebración de pactos cor-
porativistas, se ha utilizado para suprimir la in-
flación inercial y potencialmente podría ordenar 
los acomodos distributivos de los programas de 
ajuste y estabilización. 
En esencia, la combinación de políticas orto-
doxas de estabilización con las de apertura co-
mercial, si bien incorpora objetivos de prelación 
inobjetable, después de una década de experi-
mentación no parece ser siempre suficiente para 
acabar con la inflación ni promover con celeri-
dad el cambio estructural del comercio exterior y 
de la producción latinoamericana. Y esa misma 
combinación de políticas ha tenido efectos mar-
cadamente adversos en el reparto del ingreso al 
no comprender metas explícitas de protección a 
la equidad distributiva (Bourquinon y otros, 
1989). 
El otro ingrediente estructural de las estrate-
gias económicas de muchos países latinoamerica-
nos, ha llevado al ajuste fiscal a incorporar la 
transferencia de muchas funciones públicas al 
La regulación económica y la participación esta-
tal en la producción son fenómenos característi-
cos de las sociedades modernas. Aunque hay di-
ferencias de grado, ambas implican la organiza-
ción de acciones gubernamentales encaminadas 
a influir, dirigir o controlar la conducta de los 
agentes productivos y de los ciudadanos. La mis-
ma existencia de las instituciones del mercado 
depende de la vigencia de un conjunto de nor-
mas y de la adopción de formas de organización 
específicas, de las que es garante el Estado. Una 
vez creado el sistema de mercado, el origen de las 
medidas reguladoras se encuentra en la necesi-
mercado. Sin duda, la equiparación de los gastos 
con los ingresos públicos, es ingrediente sine qua 
non en el combate a las tensiones inflacionarias. 
Asimismo, es evidente que en muchos países de 
la región hay regulaciones económicas excesivas 
y también es común la sobreextensión del sector 
público en campos directos de la producción que 
guardan escasa correspondencia con las prela-
ciones presentes y futuras de transformación de 
los aparatos productivos. 
Hay mérito en los argumentos de los críticos 
de la intervención estatal. Pero también hay exce-
sos ideológicos que llevan a condenar toda inter-
ferencia gubernamental, como errónea, como si 
hubiesen desaparecido de pronto las imperfec-
ciones del mercado, las disparidades distributi-
vas, los rezagos del subdesarrollo. La privatiza-
ción de empresas públicas y la desregulación sue-
len considerarse el medio de despolitizar los pro-
cesos económicos. Nada más engañoso, por 
cuanto ello entraña alteración de los objetivos 
sociales y porque la interacción política con la 
sociedad civil —salvo en las dictaduras— es in-
grediente obligado de la administración de las 
economías (Singh, 1989). Por eso, la conjunción 
de crisis fiscal con procesos ideologizados de 
transferencia a ultranza de funciones del Estado 
al mercado, puede erosionar la capacidad guber-
namental de orientar el desarrollo y de proteger 
los derechos sociales fundamentales. 
dad de corregir los efectos indeseables de su fun-
cionamiento o de complementarlo en campos 
donde opera inadecuadamente. 
El paradigma en boga ha fortalecido la tesis 
de que la intervención estatal debe evaluarse fun-
damentalmente con criterios de mercado. El cri-
terio puro de eficiencia económica —en parte 
por ser relativamente nuevo en la orientación de 
las políticas públicas— explica, sin embargo, po-
co de la historia de la intervención gubernamen-
tal. En los hechos, la presencia del Estado en la 
esfera económica ha obedecido hasta ahora más 
a razones sociales o políticas que a cálculos de 
V 
La regulación y la privatización 
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productividad. El establecimiento o resguardo 
de los derechos individuales y sociales, la protec-
ción a la vida humana, la corrección de los sesgos 
distributivos, la oferta de bienes públicos o, sim-
plemente, cancelar las fisuras con la sociedad 
civil, han sido otros tantos objetivos fundamenta-
dores del intervencionismo estatal. En el Tercer 
Mundo, la urgencia de cerrar la brecha del sub-
desarrollo ha hecho importante crear otras ver-
tientes de acción gubernamental. Los casos más 
frecuentes son el proteccionismo a las industrias 
nacientes o la inversión estatal en la producción 
de bienes considerados estratégicos, cuando la 
empresa privada, por debilidad o por la existen-
cia de altos riesgos, no tiene la capacidad de im-
pulsarlos con la celeridad o en la dirección apro-
piadas. 
La intervención del Estado o su supresión 
revisten siempre un carácter normativo, en cuan-
to buscan satisfacer objetivos de orden colectivo. 
La limitación de los abusos del monopolio o la 
eficiencia económica son otras tantas metas, cuya 
selección entraña una inevitable jerarquización 
de valores. Por consiguiente, se trata de un pro-
ceso típicamente político —no técnico—, donde 
esa selección de objetivos responde, en última 
instancia, a la configuración de fuerzas sociales, a 
las ideologías más influyentes, a la historia y a las 
necesidades peculiares de cada país. 
De ahí que los rasgos característicos de la 
intervención estatal y las fronteras de lo público y 
lo privado acusen una enorme variación entre las 
naciones, que trasciende con mucho el alcance de 
las explicaciones puramente técnicas. Hoy, sin 
embargo, ante el doble embate de los nuevos 
paradigmas y la exacerbada competencia inter-
nacional —más la crisis económica en el caso de 
los países latinoamericanos—, tiende a gestarse 
una cierta convergencia en los estilos de la inter-
vención estatal. Aún así, subsisten y subsistirán 
diferencias significativas que arrancan de la exis-
tencia de problemas y entornos políticos institu-
cionales distintos entre los países. 
Históricamente, la intervención estatal ha re-
vestido características diferentes entre las nacio-
nes avanzadas y las economías en desarrollo. En 
las primeras, la participación estatal directa en la 
producción es menos frecuente —no hay brechas 
del rezago a llenar— y son mucho mayores las 
necesidades relacionadas con las instituciones del 
Estado benefactor y la defensa militar. En las 
segundas, se da el caso contrario, por cuanto el 
énfasis de fomentar nuevas producciones y ri-
queza ha tenido primacía sobre cualquier otro 
objetivo, al menos en el último medio siglo, aun-
que ciertamente se han cometido excesos en el 
gasto bélico. 
En el caso de la regulación también podrían 
hacerse distingos de significación. En las nacio-
nes industrializadas, la regulación hasta antes de 
la década de 1960 planteaba de modo predomi-
nante cuestiones de reforma tributaria y redistri-
butiva, así como preocupación por el régimen de 
competencia, la libertad de entrada a las diversas 
industrias, o el control de los precios. A partir de 
ese decenio, los esfuerzos reguladores cambian 
de dirección para perseguir objetivos de interés 
público, como el cuidado del medio ambiente, la 
calidad de los bienes de consumo, el término de 
la discriminación en el trabajo, la seguridad de 
las vías de comunicación, o las normas de conduc-
ta que han de cumplir los participantes en algunos 
mercados. De aquí que la intensísima prolifera-
ción de instituciones de regulación social de las 
dos últimas décadas haya generado costos a las 
actividades productivas y respondido más a los 
intereses generales de la población que a las de-
mandas de los productores.13 Así se explica el 
surgimiento de resistencias, sobre todo cuando la 
intensa competencia internacional viene redu-
ciendo ios márgenes de maniobra y de ganancias 
en un número creciente de actividades.14 El fon-
do de la cuestión comienza a reflejar tensiones 
entre metas sociales contrapuestas. La mejor cali-
dad de vida —mayor ocio, protección ambiental, 
seguridad económica—, que demandan de mo-
do diferencialmente intenso las poblaciones del 
Primer Mundo, genera costos y constriñe la capa-
cidad de competencia internacional —otro obje-
tivo central— frente a países industriales jóvenes, 
13Entre 1960 y 1980, en los Estados Unidos se duplicó el 
número de agencias regulatorias y en los años setenta el 
presupuesto federal de las mismas se triplicó, estimándose los 
costos regulatorios hasta en un máximo —probablemente 
exagerado— de 200 000 millones de dólares anuales (Pe-
noyer, 1981; Breyer, 1982). 
l4Adviértase que la regulación económica anterior no 
siempre fue resistida, y favoreció a diversos segmentos em-
presariales. En ocasiones, protege a los productores de los 
excesos de la competencia; en otras, se dirige a eliminar 
imperfecciones del mercado y, en unas terceras, a mejorar la 
información asequible a los agentes productivos. 
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cuyas aspiraciones sociales son más modestas. 
En los países en desarrollo, la regulación ha 
quedado a la zaga en muchos aspectos y tomado 
algunas vertientes propias. Ambos fenómenos 
están parcialmente enraizados en las circunstan-
cias distintivas en que se mueven esas naciones. 
El tamaño frecuentemente reducido de los mer-
cados y la escasa diversificación industrial, han 
limitado los alcances de las regulaciones antimo-
nopólicas; la protección del medio ambiente o el 
control de la calidad de los bienes de consumo 
han debido matizarse ante las limitantes presu-
puestarias, el imperativo de cubrir otras necesi-
dades básicas y la falta de oferta de productos de 
mejores especificaciones. 
En contraste, las estrategias sustitutivas de 
importaciones y la defensa del empresariado na-
1. La privatización 
El crecimiento secular del Estado benefactor en 
el Primer Mundo, más la explosión reguladora 
con fines de interés público que se inició en los 
años sesenta, crean tensiones fiscales y tensiones 
entre los grupos de interés, que inducen a un 
cambio mayúsculo en las políticas y en las ideolo-
gías que les sirven de respaldo. No sólo se trata de 
las naturales resistencias a tributar y los desincen-
tivos consiguientes a invertir, ahorrar y trabajar, 
o de la multiplicación de demandas sociales en-
contradas, sino de la generación de costos más 
elevados, que ponen a las empresas de varios 
países industrializados en situación de inferiori-
dad en los mercados internacionales. 
En el Tercer Mundo esas corrientes ideológi-
cas han encontrado campo fértil. Los déficit fis-
cales desde la década de 1970 habían llegado a 
representar entre el 6 y el 15% del producto, 
como resultado del intento de los gobiernos de 
compensar los efectos depresivos de la caída de la 
demanda externa y el deterioro de los términos 
del intercambio, los shocks petroleros, el alza en 
las tasas de interés y la interrupción de los flujos 
de crédito de la banca comercial. Al comienzo se 
intentó diferir el ajuste sobre la premisa de que 
cional, hicieron crecer notoriamente el cuerpo 
de normas relacionado con el comercio exterior y 
la inversión extranjera en América Latina, tanto 
como la de los bancos de desarrollo e institucio-
nes financieras encargadas de asignar adminis-
trativamente el crédito en beneficio de las prela-
ciones nacionales. Del mismo modo, la esperanza 
de hacer compatible la estabilidad macroeconó-
mica con el cambio estructural de la oferta, con-
dujo en diversas épocas a la multiplicación de 
los controles cambiarios y de precios, y en años 
más recientes, a implantar políticas de ingreso. 
Por último, la protección al consumidor de bie-
nes esenciales de consumo y la necesidad de con-
ducir la inversión privada por los cauces de la 
política industrial, explican el otorgamiento de 
múltiples subsidios reguladores.15 
pronto se "normalizarían" los mercados interna-
cionales. Luego, la aplicación de políticas de ajus-
te y estabilización de corte restrictivo se torna 
indispensable, tendencia que se ve reforzada por 
la proclividad doctrinaria de los organismos fi-
nancieros internacionales y las agencias de desa-
rrollo de las naciones industrializadas. 
La corrección de los déficit fiscales es el obje-
tivo principal de los programas de estabilización, 
mientras que la liberalización del comercio exte-
15Son precisamente esas regulaciones y las instituciones 
creadas para aplicarlas, las que habrán de desmantelarse con 
el cambio generalizado de estrategias hacia la apertura exter-
na, la ampliación de las funciones del mercado y la renuncia 
del Estado a satisfacer con la misma amplitud histórica las 
demandas de muchos grupos de interés. La liberalización 
financiera supone implantar cambios orgánicos mucho más 
profundos que la simple admisión de actores del exterior. En 
rigor, llevarán a suprimir en buena parte los sistemas de 
asignación administrada del crédito, es decir, a renunciar o 
simplificar grandemente las prelaciones nacionales, otorgar 
un papel menor a los bancos de desarrollo, las financieras 
gubernamentales, los encajes bancarios o los cajones prefe-
renciales de crédito, así como a emprender la creación de 
instituciones propias de canalización libre o de mercado de 
los recursos del ahorro (Zysman, 1983). 
VI 
El debate doctrinario y la realidad 
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rior y de la inversión extranjera forman parte del 
meollo de la reforma estructural. En consecuen-
cia, la privatización se ve como el medio esperan-
zador no sólo de suprimir gastos, sino de allegar 
recursos adicionales mediante la venta de activos 
con que enjugar el desajuste de las cuentas públi-
cas. A su vez, la desregulación se toma como la vía 
de liberar de trabas el funcionamiento de los 
mercados, tanto como de suprimir subsidios ma-
nifiestos o encubiertos y eludir demandas excesi-
vas de los grupos de interés, que recargan los 
presupuestos gubernamentales. Ambas, privati-
zación y desregulación, se toman como el medio 
político y económico de acentuar los estímulos a 
los empresarios en materia de inversión y creci-
miento. Así, se unen los apremios fiscales de los 
gobiernos con planteamientos doctrinarios para 
provocar un cambio dramático en las percepcio-
nes sobre el papel del Estado en los asuntos eco-
nómicos latinoamericanos. 
Con todo, la privatización se ha justificado no 
tanto en esos apremios financieros, sino y sobre 
todo, en la eficiencia económica. En efecto, es 
común que se señale que la empresa privada 
eleva la productividad en el uso de los recursos, 
por cuanto en condiciones ideales de competen-
cia produce un óptimo de Pareto. Aunque subsis-
te un clima de opinión más o menos generalizado 
sobre la eficiencia económica inferior de la em-
presa pública, escasean las pruebas empíricas y 
hay grandes diferencias entre las diversas tesis 
explicativas. 
Según los exponentes del enfoque de los de-
rechos de propiedad, la ineficiencia de las em-
presas gubernamentales nace de que los adminis-
tradores no buscan elevar al máximo el ingreso o 
la riqueza de los propietarios (los ciudadanos), 
persiguen fines propios y reciben recompensas 
comparativamente inferiores, aparejadas a con-
troles excesivos que les restan margen de acción e 
iniciativa (Alchian, 1965). Otros destacan la au-
sencia de las presiones de la competencia del 
mercado —particularmente en el caso de los mo-
nopolios públicos— o la escasa disciplina finan-
ciera, cuando se da acceso automático al crédito y 
no se puede quebrar (De Alessi, 1980; Eckert, 
1979). En cambio, unos terceros subrayan las 
alianzas entre la burocracia gubernamental y los 
directores de las empresas públicas en busca de 
afianzar la influencia política y de expandir los 
gastos e inversiones por encima de lo que sería 
óptimo desde el punto de vista de la asignación 
correcta de los recursos (Niskanen, 1975). 
En general, las conclusiones críticas señalan 
que las empresas públicas tienden a perseguir 
metas múltiples, innovar con mayor lentitud, se-
guir políticas de precios ajustadas con mayor hol-
gura a la evolución de los costos, tener menor 
nivel y mayor variabilidad en las utilidades, y 
tender a invertir por encima de las prácticas pri-
vadas. 
Es razonable aceptar que la intensificación 
del régimen de competencia tienda a mejorar la 
eficiencia en la asignación de los recursos; pero 
también lo es el reconocer que hay desviaciones 
de la realidad con respecto al modelo de compe-
tencia perfecta. Los monopolios, las externalida-
des, los rendimientos crecientes a escala, las indi-
visibilidades, la producción de bienes públicos, 
explican en la práctica la creación de numerosas 
empresas estatales. Y aunque los cambios de or-
den tecnológico o institucional pueden corregir 
las fallas de mercado, suelen subsistir muchas de 
las condiciones que condujeron a justificar en 
términos estrictamente económicos la interven-
ción estatal. 
En cierto sentido, la carga ideológica del de-
bate lleva a entremezclar la cuestión de la propie-
dad privada o gubernamental con el problema 
de la competencia. La transferencia a manos em-
presariales de una empresa pública puede sim-
plemente transmutar un monopolio público en 
otro privado, o bien, sustituir los controles anejos 
a la producción estatal directa por instituciones y 
sistemas reguladores complejos y costosos. De la 
misma manera, es posible acentuar la competen-
cia sin alterar el régimen de propiedad, especial-
mente cuando se instrumenta en paralelo una 
política de apertura externa y se modifican las 
directrices y metas de las empresas públicas 
(Thompson, 1986). En rigor, más que el tamaño 
del sector público, lo que importa es la eficacia 
con que las empresas paraestatales asignan los 
recursos puestos a su disposición o cumplen los 
objetivos distintos que se les fijan (Cook, 1988). 
Resolver el debate sobre la eficiencia exami-
nando empíricamente el comportamiento de las 
empresas públicas versus las privadas, tampoco 
lleva a un esclarecimiento definitivo. Una prime-
ra dificultad nace del hecho de que las empresas 
gubernamentales rara vez persiguen como obje-
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tivo único el de la eficiencia económica. Y hay 
pocos esfuerzos analíticos dedicados a determi-
nar con qué eficiencia cumplen esos objetivos. 
Pero aun con esa salvedad, no parece existir 
siempre superioridad de los resultados privados 
sobre los públicos en los países industrializados ni 
en el Tercer Mundo (Millward, 1988; Yarrow, 
1986; Hanke, 1987; Borcherding y otros, 1982; 
Pier W. y otros, 1974). Además, al comparar la 
producción pública versus la privada, suelen pa-
sarse por alto los costos alternos de regular, vigi-
lar y controlar a la segunda cuando existe mono-
polio u otras imperfecciones del mercado, así 
como los de cumplir metas redistributivas sin 
usar a las empresas estatales (Borcherding y 
otros, 1982). 
Aun así, es claro que se ha roto el viejo con-
senso sobre el impacto de las empresas públicas 
en el desarrollo. Hasta hace poco más de una 
década, se pensaba que la inversión guberna-
mental directa no sólo contribuía al cumplimien-
to de los planes económicos, sino que permitía 
abrir brecha en sectores estratégicos, crear eco-
nomías externas y suplir las deficiencias de los 
cuadros empresariales o de los mercados de capi-
tales (Nurkse, 1959; Prebisch, 1952; Rosenstein-
Rodan, 1943). Eso explicaba desde la creación de 
bancos de desarrollo hasta la formación de em-
presas en los sectores básicos de la economía 
(energético, siderúrgico, bienes de capital, trans-
portes). 
Hoy en día, se pone en duda la validez de la 
teoría del desarrollo y la necesidad misma de la 
política industrial para aminorar el rezago y, des-
de luego, la sabiduría del Estado promotor.16 
Cambiar la asignación de recursos entre las in-
dustrias para hacerlas más eficientes y captar las 
externalidades positivas, sería la tarea de la polí-
tica industrial dentro del marco neoclásico. Y 
puesto así, el Estado no parece tener superiori-
16Richard Caves se refiere a la política industrial como 
una categoría de medidas en busca de un marco analítico de 
referencia o como un slogan político en busca de respetabili-
dad (Caves, 1986). Hirschman piensa que la economía del 
desarrollo, después de los importantes avances de las décadas 
de 1950 y 1960, ha entrado en una fase de declinación. 
Atribuye el hecho a que es una disciplina que nació de distin-
tas corrientes ideológicas con tensiones internas que han 
resultado destructivas. Y también a que crea esperanzas exa-
geradas que, después, al no concretarse, causan desilusión y 
frustración (Hirschman, 1981), 
dad alguna para hacerlo mejor que el mercado y 
los agentes privados. Con todo, el criterio cir-
cunscrito de la eficiencia en el uso de los recursos, 
no explica apropiadamente los diseños de la polí-
tica industrial como se han venido practicando 
en la gran mayoría de los países. 
En los hechos, el fomento a la industria ha 
perseguido, en vez de la eficiencia estática, la 
creación y consolidación de actividades genera-
doras de empleo, exportaciones, productos de 
alto valor agregado o la fabricación de insumos 
de uso difundido. Así, las políticas industriales 
reflejan la necesidad política de corregir el mer-
cado para satisfacer valores o alcanzar objetivos 
sociales distintos. La supuesta ineficiencia en la 
asignación resultante de los recursos queda pro-
bada con los fracasos de algunos países y refuta-
da en la experiencia de otros. La historia de Asia 
oriental parece validar la tesis de la compatibili-
dad de la intervención estatal con procesos rapi-
dísimos de modernización productiva y creci-
miento.1 Asimismo, en la mayoría de los países 
latinoamericanos, la fase de mayor activismo gu-
bernamental coincide con la de más intensa ex-
pansión del producto interno bruto. 
En más de un sentido, las virtudes de la pri-
vatización se han exagerado. Con frecuencia, la 
desincorporación es difícil de lograr, son magros 
los beneficios presupuestarios y altos los costos 
políticos. En particular, ha sido costumbre fijar 
objetivos sociales y distributivos a las empresas 
públicas que habrían de sacrificarse por ser in-
compatibles con el comportamiento empresarial 
privado. 
Con todo, ello no niega que en la actualidad 
sean frecuentes los casos de empresas públicas 
con déficit que drenan exageradamente las arcas 
fiscales sobre todo cuando no pueden desaten-
derse las demandas nuevas de gasto, asociadas al 
servicio de la deuda interna y externa, así como el 
cambio de los precios relativos en favor de los 
exportadores. Sin embargo, habría que evaluar 
con rigor si se trata de ineficiencias propiamente 
l7Japón y luego Corea, así como otros países asiáticos, 
erigieron y todavía mantienen barreras proteccionistas y es-
quemas de fomento a industrias seleccionadas que no han 
conducido a ineficiencias o al debilitamiento del espíritu de 
innovación empresarial (Zysman, 1983; Helpman, 1989; Le-
vy, 1989). 
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tales —uso comparativamente mayor de insumos 
físicos— o formas de subsidiar y satisfacer otros 
objetivos gubernamentales. 
Es muy probable que la crisis fiscal y la inten-
sificación de la competencia externa obliguen a 
dar mayor importancia al objetivo de eficiencia 
económica. Hay, sin embargo, riesgos en la re-
ducción de los objetivos sociales, en el sentido de 
supeditarlo todo a la consecución de una meta 
económica, en sí misma, estrecha. 
Y también, es riesgoso fundamentar las polí-
ticas de privatización en las necesidades de finan-
ciamiento de corto plazo de las finanzas públicas. 
Si el Estado se desprende de empresas que tienen 
una función estratégica en el desarrollo o en la 
equidad social, debido a estrecheces de liquidez, 
sacrificaría lo importante para atender urgen-
cias. Por lo demás, si las fuentes de financiamien-
to son internas los instrumentos de la política 
monetaria capacitarían a cualquier gobierno a 
obtener los mismos recursos por la vía del crédi-
to. En efecto, si las enajenaciones han de resultar 
equitativas el valor presente de la corriente futu-
ra de ingresos netos de la empresa debe ser apro-
ximadamente igual a su precio de venta y guar-
dar correspondencia con la tasa de interés de 
mercado. En términos de flujos monetarios, los 
efectos de la venta o de un préstamo serían análo-
gos, aunque variase la distribución del fondeo de 
las operaciones entre la población ahorradora 
(Vernon, 1988, a y b). 
Dicho en términos llanos, si se enajenan em-
presas generadoras de utilidades, el desequili-
brio fiscal aumentaría en el tiempo. Naturalmen-
te, cuando los ingresos así obtenidos se utilizasen 
en reducir el endeudamiento gubernamental, 
ese efecto quedaría en buena medida cancelado; 
pero entonces poco o nada se habría ganado o 
perdido, dado el diferencial normal entre la tasa 
de utilidades y la tasa de interés. Y si se venden 
empresas en números rojos, el comprador racio-
nal tendría que obtener la compensación de reci-
bir activos deliberadamente subvaluados y el de-
recho futuro de subir los precios hasta equilibrar 
los gastos con los ingresos, independientemente 
de los avances que pueda hacer para elevar la 
productividad. Precisamente esto explica por 
qué, luego de las privatizaciones, hay alzas de 
precios o supresión de los subsidios encubiertos o 
manifiestos que concedían las empresas públi-
cas.18 Alcanzar resultados distintos supondría 
que el Estado vende por encima o por debajo del 
valor de mercado las empresas que han de priva-
tizarse. 
Cabría admitir que la presencia de imperfec-
ciones en los mercados pudiese justificar reservas 
a lo señalado en el párrafo anterior. En los países 
industrializados, con amplios mercados de capi-
tales, la privatización puede tener lugar simple-
mente mediante la venta de acciones en las bolsas 
de valores. Sin embargo, en muchas economías 
en desarrollo, la desincorporación de empresas 
supone inducir procesos más complejos y lentos 
de venta de las empresas como unidades produc-
toras completas (Cook, 1988). 
Con todo, el financiamiento de la privatiza-
ción podría realizarse mediante la repatriación 
de capitales o la atracción de inversiones ex-
tranjeras, donde las fuentes crediticias foráneas 
son inexistentes o están muy restringidas. De ser 
ese el caso, la venta de empresas públicas bien 
podría significar alivio temporal a los desequili-
brios de pagos y a los fiscales, dependiendo de la 
forma de utilización de los recursos obtenidos. 
Salvo casos especiales, la privatización suele 
tener alcances macroeconómicos menores. Son 
pocas las empresas lo suficientemente grandes 
para afectar el comportamiento económico glo-
bal o subsanar a fondo los desajustes presupues-
tarios (CEPAL, 1989b). Además, el carácter no 
repetitivo de la desincorporación de las empresas 
estatales y la lentitud natural de los procesos de 
enajenación, tornan todavía más tenues sus efec-
tos macroeconómicos. 
La transferencia de empresas al sector priva-
do puede producir acrecentamiento en sentido 
estático de la eficiencia económica. Sin duda, el 
empresario tiene menor propensión a subsidiar 
o satisfacer objetivos sociales y rara vez está dis-
puesto a absorber pérdidas que se repiten año a 
año. Y también es cierto que las desincorporacio-
nes aligeran las cargas administrativas del Esta-
do. Con todo, hay costos que afectan o pueden 
afectar la dinámica del desarrollo sobre todo en 
los países del Tercer Mundo. La escasez de talen-
to gerencial o administrativo es de orden gene-
ral, es decir, afecta al Estado, pero no hay, tam-
poco, capacidades ilimitadas en el sector empre-
18Si el objetivo fuese suprimir esos subsidios para aliviar 
presiones fiscales, habría medios más directos de lograrlo. 
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sarial. Asimismo, los recursos Financieros priva-
dos son finitos y se dan trade-offs inevitables entre 
invertirlos en las desincorporaciones o empren-
der producciones nuevas que vayan apoyando la 
transformación de las estructuras productivas. 
Por consiguiente, la venta masiva de empresas 
públicas —cuando la hay—, si bien acrecienta los 
efectos fiscales inmediatos, a mediano plazo bien 
puede atar los recursos financieros y la capacidad 
empresarial en actividades predominantemente 
obsoletas que, por definición, han dejado o están 
en proceso de dejar de ser estratégicas para la 
construcción de la economía del futuro. 
Quizá en algunos casos sea factible salvar las 
restricciones anotadas por la vía de la inversión 
extranjera directa. Como solución general, sin 
embargo, tropezaría con los inconvenientes bien 
conocidos de orden económico, cuando no de 
carácer institucional y político. 
En cualquier caso, el efecto más destacado de 
la privatización y la desregulación es el de alentar 
la consolidación de acuerdos sociales, mediante 
los cuales se acrecienta el papel y el poder de los 
empresarios en la economía. Por tal razón y por 
la de coincidir con las tesis doctrinarias dominan-
tes en el mundo occidental, esos procesos suelen 
reforzar la confianza de la comunidad de los 
negocios en las políticas gubernamentales, con 
reflejos directos —así se espera— en la estabili-
dad de los mercados cambiarios y, junto con 
otros factores, en la propensión privada a la for-
mación de capital. 
2. La desregulación 
En el ámbito de la regulación se reproduce el de-
bate ideológico entre quienes desean ampliar el 
dominio del mercado y quienes se empeñan en 
preservar sin mengua la esfera de la acción públi-
ca. O lo que es lo mismo, la tensión entre las 
libertades económicas a la producción privada y 
la necesidad social de imponerles límite para sa-
tisfacer metas de distinto carácter. 
Frente a la tesis tradicional de que la regula-
ción es la respuesta a las fallas del mercado y 
persigue la protección de los intereses públicos 
(Wilson, 1980), han surgido otras doctrinas. Se-
gún algunas de estas últimas, las instituciones 
reguladoras nacen como empresas, legislaturas, 
partidos o facciones políticas, o llegan a ser domi-
nadas por los grupos a los cuales van a regular o 
por núcleos de interés (Stigler, 1971; Mazma-
nian, 1980). Así, se originan rentas, esto es, a 
beneficios altamente concentrados que son el es-
tímulo para cubrir los costos del cabildeo y el 
forcejeo político asociados a la obtención de esta-
tutos reguladores ad hoc. 
Las críticas a la regulación se desenvuelven 
en dos planos distintos. De un lado, son parte de 
la tesis de que toda intervención estatal crea ma-
les mayores que los que remedia. En segundo 
término, se aduce que tarde o temprano las insti-
tuciones y las normas reguladoras son captura-
das por los sujetos de la regulación (Stigler, 
1971). Pensar, sin embargo, que las regulaciones 
terminan por quedar al arbitrio de los regulados, 
equivale, en última instancia, a negar que los 
gobiernos puedan representar o luchar por los 
intereses generales o que el público o los consu-
midores puedan organizarse con eficacia para 
perseguir fines determinados.19 
En otro plano, los críticos señalan casuística-
mente instancias donde se generan distorsiones y 
deficiencias o donde se subvierten los objetivos 
originales de la regulación. Y, de ahí, sin exami-
nar los casos en contrario y sin negar explícita-
mente la necesidad de la intervención estatal, se 
procede a generalizar las tesis antirreguladoras. 
El mundo real es menos extremoso, las de-
pendencias gubernamentales no tienen discre-
ción absoluta para imponer criterios, ni son tam-
poco actores enteramente cautivos o pasivos 
frente a los intereses que intervienen en la defini-
ción de las normas reguladoras. Ciertamente, se 
dan acuerdos corporativos que pueden lesionar 
los intereses generales; también hay excesos y 
desfases en la regulación y deficiencias serias en 
algunas de las instituciones o dependencias que 
las instrumentan. Asimismo, los cambios econó-
micos y tecnológicos20 pueden eliminar las fallas 
19La asimetría en et comportamiento de los grupos de 
interés está presente en materia de regulación: mientras los 
productores son pocos y pueden organizarse fácilmente para 
obtener beneficios altos, los consumidores son muchos, los 
costos de organizarse son altos y escasos los beneficios que 
obtendrán {Olson, 1971). Por consiguiente, los intereses de 
los no regulados tienden a estar subrepresentados en el pro-
ceso político de definición de las reglas reguladoras. Con 
todo, hay excepciones importantes como lo muestra el movi-
miento, ecológico que se extiende por numerosos países. 
20A título ilustrativo cabría señalar el caso de la telefonía 
celular que al permitir una competencia bastante abierta, 
rompe con algunas de las imperfecciones usuales de los mer-
cados de los servicios telefónicos. 
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del mercado, haciendo innecesarias las regula-
ciones y otro tanto puede originarse en la adop-
ción de nuevos objetivos y estrategias sociales. 
Por último, cabría reconocer los efectos de las 
alteraciones en el marco de las fuerzas políticas 
—desplazamientos del poder relativo de los gru-
pos de interés—que se traducen en modificación 
formal o sustantiva de las estructuras regulado-
ras.21 
En cualquier caso, debe admitirse que los 
regímenes de regulación económica están cada 
vez más determinados por la interacción de los 
gobiernos, las empresas públicas, las grandes 
corporaciones privadas y, en algunos casos, los 
sindicatos; es decir, por las tensiones y los acomo-
dos cooperativos y de otra naturaleza entre las 
organizaciones económicas más importantes y de 
mayor tamaño de un país. Tales son los actores 
principales de un juego eminentemente político-
corporativo, donde el ciudadano individual o la 
empresa pequeña están colocados entre la com-
parsa. De ese modo, se define en buen grado no 
sólo el contenido y la forma de las normas regula-
doras, sino también se decide qué incluir o ex-
cluir del propio sistema de regulación. En conse-
cuencia, eliminar dichos regímenes o reducirlos 
a su mínima expresión, significa, en última insta-
da, ceder el escenario a un solo actor: la empresa 
privada. 
La participación estatal en la producción, la 
regulación económica, el diseño de políticas in-
dustriales, no se presta a concepciones universa-
les, ni hay reglas simples que inmunicen de los 
errores del pasado o conduzcan infaliblemente a 
cerrar la brecha del subdesarrollo. Las funciones 
económicas del Estado no se ejercen en el vacío, 
tienen un carácter histórico, esto es, ligado a la 
evolución anterior de la economía y al grado 
alcanzado de desarrollo. Poco sentido tendría 
organizar una empresa estatal productora de 
textiles en Alemania, pero quizá lo tuviese en 
algún pequeño país de Africa o del Caribe. 
De otro lado, esas funciones estatales tienen 
también una dimensión institucional y política 
por cuanto se inscriben dentro de fórmulas espe-
cíficas de organización de las relaciones entre la 
sociedad civil y el gobierno. La tradición burocrá-
2lUn caso específico lo representa la nacionalización 
bancaria de 1982 en México y luego el movimiento inverso de 
reprivatización de 1990. 
tica francesa expresada en formas administrati-
vas jerarquizadas, supone una reglamentación 
mucho mayor de la vida económica de lo que 
resultaría admisible, por ejemplo, a la conforma-
ción institucional norteamericana. 
Las especificidades nacionales en materia de 
historia e instituciones rompen la supuesta obje-
tividad científica en que se quiere situar el debate 
sobre la intervención estatal en los asuntos eco-
nómicos. Más aún, el fondo de la cuestión es de 
orden estrictamente axiológico, por cuanto se 
trata de seleccionar entre metas sociales. Los en-
foques economicistas intentan hacer de la liber-
tad económica el valor social fundamental. Se 
busca ampliar al máximo la autonomía indivi-
dual, expresada en el juego del mercado y, corre-
lativamente, disminuir la interferencia estatal 
en los asuntos privados. Por eso, se toma norma-
tivamente a la eficiencia económica (eficiencia 
estática en la asignación de inversiones) como el 
criterio rector del comportamiento de las empre-
sas. Y, además, ex hipótesis, se considera supe-
rior la empresa privada a la estatal. De tal modo, 
cuanto más privatización y menos regulación, 
mayor ganancia "paretiana" y otro tanto podría 
obtenerse de la remoción de cualquier objetivo 
distinto de la eficiencia en el manejo de las em-
presas que hayan de quedar en la órbita estatal. 
Aquí, de manera indirecta, se asume la no-
ción de armonía intrínseca entre las metas econó-
micas y entre éstas y las de carácter social, como la 
libertad, la justicia o la modernización democrá-
tica. Pero, si se admite, como suele ocurrir en la 
realidad, que pueda existir oposición o conflicto 
entre las metas, singularizar a una de ellas —la 
libertad de mercado — significa reducir los fenó-
menos sociales a categorías predominantemente 
económicas. Además, la elección entre los objeti-
vos no se presta —pese a alegatos en contrario— 
a soluciones propiamente técnicas. Es admisible 
que los ciudadanos de un país prefieran la liber-
tad económica a la igualdad o la autonomía colec-
tivas. Pero eso no valida la opción elegida en el 
dominio de la ciencia; su legitimidad se funda en 
otra lógica, la de asentarse en decisiones tomadas 
consensual o democráticamente. 
En síntesis, el traspaso masivo de funciones 
del Estado al mercado entraña trasposición de los 
objetivos primordiales de la sociedad. Y mientras 
ese hecho quede oculto en los laberintos ideológi-
cos y los mensajes tecnocráticos, las decisiones se 
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adoptarán sin la consulta y el escrutinio públicos 
indispensables en temas medulares de la vida en 
sociedad, cuya discusión genuina constituye la 
prueba misma de la modernización democrática. 
El papel del Estado en la economía tiene por 
fuerza una serie de amarres históricos e institu-
cionales que le dan consistencia y eficacia, pero 
que también son fuente de tensiones cuando ese 
papel ha de alterarse en consonancia con las polí-
ticas económicas tendidas al futuro. De un lado, 
el Estado asume atribuciones que varían a fortiori 
con el grado de desarrollo alcanzado; de otro, en 
un plano menos general, ha de lograrse coheren-
cia entre la intervención gubernamental y las 
estrategias que se instrumentan en un período 
determinado. Una tercera dimensión ha surgido 
o resurgido con mayor fuerza en años recientes, 
y es la responsabilidad compartida internacional-
mente de cuidar una estabilidad económica y 
financiera global que no puede dejarse entera-
mente librada a las fuerzas del mercado y de 
proteger un planeta puesto en riesgo ecológico 
por los mismos avances de la civilización indus-
trial. 
Entonces, la intervención del Estado en la 
vida económica no puede verse como algo acaba-
do, rígido, sin dimensión temporal. Por el con-
trario, se trata de atribuciones específicas a cada 
etapa histórica, que deben acomodarse periódi-
camente a las necesidades cambiantes de la evo-
lución de las sociedades. 
A la luz de las circunstancias latinoamerica-
nas, parece impostergable alterar los estilos de 
intervención estatal para asumir nuevas funcio-
nes y llenar vacíos, a la par que remozar, depurar 
y abandonar los campos ya no prioritarios. En 
rigor, las fronteras posibles del cambio son sufi-
cientemente amplias para dar cabida a variadas 
formas de integración de lo público con lo priva-
do, si se excluyen los extremos de privatizar o 
estatizarlo todo. No hay, sin embargo, fórmulas 
precisas; cada país habrá de ensayar, acertar o 
equivocarse en el proceso de establecer el nuevo 
Con todo, en planos menos generales, hay nece-
sidades claras, a veces urgentes, de adaptar y 
modernizar las formas de intervención o regula-
ción estatal en la economía. 
deslinde entre las funciones del mercado y del 
Estado. 
Una revisión a vuelo de pájaro de los proble-
mas actuales plantea un panorama complejo, 
precisamente por la enorme acumulación de de-
mandas de cambio de la economía y las socieda-
des latinoamericanas. Hay una serie de campos 
nuevos que debiera cubrir la intervención estatal 
que coexisten con otros donde convendría proce-
der en sentido inverso. A título ilustrativo se 
mencionan algunos casos conspicuos. 
En el futuro, los Estados latinoamericanos 
debieran poner mayor acento en la extensión y 
ejercicio de los derechos sociales a la educación, 
la salud, la vivienda, la alimentación y el trabajo, a 
fin de atenuar las tendencias sistémicas a la con-
centración de los ingresos y el poder económico. 
Aquí, el afianzamiento de la democracia, la con-
centración anterior de los ingresos y las cargas 
del ajuste en la década de 1980, y el efecto-
demostración del Estado benefactor de los países 
industrializados, empujarán con fuerza el inter-
vencionismo estatal. Y otro tanto tendrá que dar-
se en la protección del medio ambiente donde se 
conjugan necesidades vernáculas con preocupa-
ciones de alcance universal. 
Función tradicional del Estado es la de es-
tructurar y reestructurar las relaciones con el 
exterior. En torno a esta cuestión habrá de cen-
trarse buen número de los cambios en los estilos 
de intervención gubernamental en la economía. 
En términos generales, mientras se acentúa 
la interdependencia entre las naciones, la organi-
zación de la economía internacional se encuentra 
en una etapa de transición donde todavía no se 
terminan los ajustes al mundo multipolar nacien-
te en el Norte, ni se establece nítidamente la 
nueva división del trabajo entre el Norte y el Sur. 
En tanto no se despejen esas cuestiones, las políti-
VII 
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cas renovadoras de la inserción latinoamericana 
en los mercados internacionales, unidas a la tras-
misión de shocks económicos mayúsculos del exte-
rior, obligarán a instrumentar políticas activistas 
en materia de relaciones económicas internacio-
nales. Los elementos de coordinación internacio-
nal de las políticas van en ascenso sobre todo en el 
Primer Mundo. Tómese el caso bien conocido 
del manejo de la deuda externa o el de la admi-
nistración de los mercados cambiarios, donde la 
intervención de los gobiernos y la concertación 
entre éstos, los bancos centrales y las instituciones 
internacionales de crédito, constituyen ya una 
característica cuasipermanente de los esfuerzos 
colectivos de las naciones industrializadas por 
reducir la inestabilidad financiera internacional. 
Adviértase de igual modo que la economía mun-
dial está lejos de reproducir el modelo de libre 
competencia. Proliferan los oligopolios;22 hay 
frecuente manipulación de los gobiernos en fa-
vor de los intereses nacionales y subsisten enor-
mes desequilibrios en el comercio entre las mis-
mas potencias industrializadas. 
En sentido contrario, esto es, en el de reducir 
la intervención estatal, influirá el hecho de que el 
desarrollo latinoamericano ha propiciado la 
creación de cuadros empresariales y técnicos que 
ya están en condiciones de abordar aventuras 
propias, ahí donde el Estado era el único prota-
gonista hace apenas unas décadas. En tal sentido, 
las empresas públicas ubicadas en los sectores ya 
consolidados —y donde no se presentan fallas de 
mercado— podrían desincorporarse o dar lugar 
a acuerdos de concertación para facilitar la con-
centración estatal directa en actividades donde 
resulta necesario abrir brechas transformadoras 
de la estructura de la oferta. Por supuesto, en 
unos casos, cabría proceder simplemente a la 
privatización y, en otros, se tendría que recurrir a 
fórmulas reguladoras sucedáneas, cuando sub-
sistan los riesgos anejos a deficiencias en el fun-
cionamiento de los mercados.23 Y aquí debe su-
22A título ilustrativo adviértase que el intercambio al 
interior de las empresas transnacionales (entre matrices y 
filiales y entre estas últimas) representa un tercio del comer-
cio mundial (Gilroy B., 1989). 
23En el Reino Unido, país donde la privatización ha 
avanzado con mayor fuerza, ha debido recurrirse a establecer 
complejos sistemas reguladores integrados por comisiones, 
tribunales y códigos de conducta de las actividades transferi-
das a la esfera empresarial, 
brayarse que sustituir a la empresa pública por 
normas reguladoras, no siempre es tarea fácil, 
por requerir recursos escasos y formas de organi-
zación poco conocidas en el Tercer Mundo. 
En el mismo orden de ideas, conviene obser-
var que las instituciones y las regulaciones suelen 
sobrevivir a los problemas que les dieron origen. 
Muchas empresas públicas surgieron histórica-
mente como proyectos privados fracasados 
—50% en el caso de México (Casar, 1988)— que 
el Estado tomó a su cargo por motivos de empleo, 
desarrollo sectorial y regional u otras considera-
ciones. De esa manera, los gobiernos dejaron 
pasivamente engrosar el número de empresas 
públicas. Y luego, una vez saneadas o alimenta-
das con subsidios, quedaron en la esfera pública 
aunque no produjesen bienes o servicios estraté-
gicos. 
También hay empresas estatales que, ha-
biendo tenido un papel destacadísimo en el desa-
rrollo, con el tiempo pierden importancia en las 
estrategias encaminadas a la construcción del fu-
turo. Y tanto aquí, como en el caso anterior, el 
peso inercial de las burocracias puede forzar in-
versiones o hacer ampliar capacidades producti-
vas, contrariando la asignación óptima de los re-
cursos. 
Las últimas observaciones conducen directa-
mente a plantear la correspondencia entre el pa-
trón de desarrollo y los estilos de intervención 
gubernamental en la vida económica. Tómese el 
caso del tránsito de una estrategia sustitutiva de 
importaciones a la exportación abierta de una 
gama más rica de productos a la economía inter-
nacional. Ello implica remover de fondo muchas 
formas anteriores de intervención estatal, tanto 
como alterar los papeles de los agentes producti-
vos y los actores sociales. La función protagónica 
del mercado interno en la fase previa de creci-
miento ha de ser asumida por la demanda forá-
nea: la función promotora del Estado en materia 
de inversiones y producción habrá de ser reem-
plazada en grado importante por la iniciativa de 
los empresarios nacionales y extranjeros. Las an-
tiguas metas centradas en el aumento cuantitati-
vo de la producción para satisfacer las demandas 
ya creadas y los mercados protegidos, habrán de 
ceder el paso al mejoramiento cualitativo de la 
capacidad de oferta en los nichos de producción 
donde se tengan o puedan crearse ventajas com-
parativas en el comercio internacional o dentro 
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de esquemas de integración alentados delibera-
damente. 
En ese contexto funcional, la intervención y 
regulación proteccionista pierde razón de ser y 
debiera desmantelarse con la rapidez que permi-
tan los acomodos del lado de la oferta y la capaci-
dad de reacción de los actores sociales que ha-
brán de ejercer el futuro liderazgo económico. 
La lógica de la apertura externa implica suprimir 
la armazón burocrática relacionada con el ma-
nejo de los aranceles, controles, licencias y otras 
restricciones al comercio y al movimiento de ca-
pitales con el exterior. 
En cambio, la promoción de exportaciones 
exigirá otro género de políticas e intervenciones: 
cambiar la estructura de los precios relativos, así 
como otorgar alicientes específicos que van des-
de el financiamiento y la modernización de la 
infraestructura para el intercambio foráneo, has-
ta el fomento a la productividad y a la reconver-
sión industrial en actividades seleccionadas con 
algún criterio de prelación. Puesto en otros tér-
minos, las políticas exportadoras exigen la crea-
ción de un marco macroeconómico favorable, 
pero también políticas microeconómicas que re-
suelvan los cuellos de botella que entorpecen el 
desarrollo de actividades específicas.24 Aquí, los 
rezagos típicos de los países en desarrollo, tanto 
como la escasez crónica de recursos, los obligan a 
especializarse y decidir qué productos, ramas o 
sectores deben modernizar con miras al comer-
cio internacional. Hay, desde luego, riesgo de 
equivocarse, pero es una de las pocas vías de 
crear deliberadamente ventajas comparativas di-
námicas. 
Hacer del sector externo el pivote del desa-
rrollo futuro —acaso la única salida realista a los 
problemas latinoamericanos—, supone el esta-
blecimiento de compromisos firmes entre los go-
biernos y los sectores empresariales sobre el con-
tenido de las políticas económicas, acuerdos que 
suelen ser refrendados por los organismos finan-
cieros internacionales, y las agencias de ayuda 
bilateral. Por consiguiente, la liberalización ex-
terna entraña, al igual que la privatización y la 
desregulación, alguna cesión de la autonomía 
estatal a la comunidad nacional o internacional 
24Este planteamiento es rechazado por varias escuelas 
económicas que creen en la eficacia de ios mecanismos de 
mercado a escala microeconómica. 
de los negocios, esto es, al mercado. Y aquí, el 
precio ha de pagarse por anticipado. Por eso, 
importa afianzar el éxito de las estrategias de 
crecimiento hacia afuera, es decir, asegurar que 
se sustenten no en el empobrecimiento de las 
remuneraciones al trabajo, sino en la competitivi-
dad ganada por la modernización de la capaci-
dad productiva. 
Como lo muestra la experiencia de los países 
industrializados pequeños y los de industrializa-
ción reciente, sostenerse y prosperar en merca-
dos internacionales altamente competitivos exige 
apoyos estatales ad hoc, que compensen las ven-
tajas de los grandes conglomerados transnacio-
nales y de la abundancia de recursos o tecnolo-
gías del Primer Mundo y de otros competidores 
ya consolidados (Grossman y Richardson, 1985). 
A menos que América Latina decida enfren-
tar pasivamente los cambios del entorno interna-
cional, los gobiernos estarán obligados a actuar 
de modo muy activo en el futuro inmediato. 
Aparte de las implicaciones directas de la apertu-
ra externa, hay numerosas exigencias de adapta-
ción que sólo pueden satisfacerse en plazos y con 
costos razonables, si los gobiernos ejercen un li-
derazgo intervencionista apropiado. 
Un primer campo de acción se relaciona con 
las políticas de fomento a la adaptación, absor-
ción y desarrollo de tecnologías que liberen gra-
dualmente a América Latina de tener que basar 
su posición en el comercio exterior en la venta de 
mano de obra barata. Aquí el activismo guberna-
mental tendría que volcarse al mejoramiento de 
los centros de formación del capital humano, de 
las instituciones de investigación aplicada, de los 
sistemas de capacitación en el trabajo, de los estí-
mulos a las empresas interesadas en la reconver-
sión industrial o en crear centros o núcleos tecno-
lógicos. 
Una segunda cuestión de importancia se re-
fiere a las respuestas nacionales al fenómeno de 
la formación de grandes bloques económicos 
dentro de la economía internacional. Se trata de 
dilucidar una cuestión compleja tanto por las 
numerosas opciones que presenta, como por los 
trade-offs entre las ventajas económicas que han 
de obtenerse y la cesión de soberanía que inevita-
blemente se produciría. A título ilustrativo, Mé-
xico podría perseguir la unión con Centroaméri-
ca, la integración en profundidad con los países 
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de la ALADI o si no buscar desde el libre comercio 
hasta la integración con las economías de los Es-
tados Unidos y Canadá. En cualquiera de esas 
posibilidades, se abordarían transformaciones 
mayúsculas en la vida económica, social y cultural 
de los países, cuya asimilación demanda un lide-
razgo activo de los gobiernos, tanto en la fase de 
las negociaciones cuanto en la etapa posterior en 
que habría de suavizarse y viabilizarse la realiza-
ción de los acomodos indispensables. 
Abrir los mercados nacionales no es una me-
dida que persiga simplemente mejorar la inser-
ción de los países en los mercados internaciona-
les, sino también usar el acicate de la competencia 
para forzar la innovación y la elevación de la efi-
ciencia de los productores vernáculos en benefi-
cio de los consumidores intermedios o finales. 
Paradójicamente, entonces, convendría auspi-
ciar desde el Estado, medidas que acrecienten al 
máximo la intensidad del régimen interno de 
compentencia. Se sabe, sin embargo, que el tama-
ño de los mercados y la necesidad de competir 
De lo expresado hasta aquí es fácil inferir las 
múltiples y complejas tareas que ha de desempe-
ñar el Estado latinoamericano para encauzar los 
cambios económicos y sociales más indispensa-
bles y salvar una etapa de transición difícil, en sí 
misma, y difícil también por mezclarse con una 
crisis de desarrollo que ya se prolonga una dé-
cada. 
El papel del Estado en la vida económica 
habrá de cambiar, pero no podría abolirse. De 
ahí el daño de abrir las puertas a tesis ideológicas 
que condenan urbi et orbi toda intervención esta-
tal, simplemente para facilitar la justificación de 
las alteraciones en las funciones del Estado sin el 
necesario escrutinio público de sus alcances e 
implicaciones y de la distribución consecuente de 
los costos entre la población. 
Quiérase o no, ampliar las atribuciones del 
mercado, "despolitizar la economía", entraña 
una transferencia real de poder en favor del 
sector empresarial nacional o extranjero. Las 
con los grandes conglomerados transnacionales, 
imponen límites a la fragmentación de la produc-
ción interna. Propiciar el desarrollo de empresas 
grandes suele crear imperfecciones en el merca-
do interno —aminoradas por la apertura exter-
na—, pero acaso esa sea la única vía de participar 
en la competencia internacional con alguna pro-
babilidad de éxito. 
Un dilema análogo se plantea cuando se 
desregula la actividad privada, mientras se acen-
túan los controles burocráticos sobre las empre-
sas públicas (sobre todo para usar sus ingresos y 
gastos como instrumento de control macroeco-
nómico), creándose un régimen espurio de com-
petencia y causándose daño a la flexibilidad y 
eficiencia administrativa del sector productivo 
del Estado. En los casos mencionados, la solución 
reside en el afinamiento de los sistemas de eva-
luación de los efectos de las regulaciones y de las 
formas estatales de intervención, especialmente 
durante el período de transición y cambio del 
patrón de desarrollo económico. 
causas de la necesidad del cambio pueden ser 
legítimas, pero el uso de expedientes ideologiza-
dos denota desconfianza en los procedimientos 
de la democracia como vía de concertación y 
ordenamiento social. 
Sin duda, pueden estar presentes el impera-
tivo de auspiciar reformas internas a los patrones 
de desarrollo —que a fortiori afectan de modo 
desigual a la población y a los agentes producti-
vos—, tendencias y tensiones geopolíticas, acaso 
irresistibles, que explican la declinación de las 
soberanías nacionales —sobre todo las del Tercer 
Mundo—, el acrecentamiento de la interdepen-
dencia económica mundial o la formación de 
grandes bloques en competencia, o simplemente 
la copia extralógica de modelos e ideologías acu-
ñados en el exterior. Pero al admitir los retos 
verdaderos y hacer a un lado los espurios, debie-
ra percibirse con igual nitidez que frente a la 
enorme magnitud de las transformaciones que 
han de emprenderse el éxito depende en altísimo 
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grado de la cohesión social frente al cambio. Y 
ello supone plantear y debatir técnicamente y, 
sobre todo, en forma democrática, los problemas 
y las opciones, hasta lograr los acuerdos políticos 
necesarios y decidir, entonces, consensualmente 
los caminos que deberán seguirse. 
Para fortuna de todos, la dictadura y el mili-
tarismo de viejo cuño, aunque latentes, dejan de 
ser amenaza inmediata para los sistemas políticos 
latinoamericanos. Con todo, hay otros riesgos. 
Acaso el más serio consista en hacer de la alter-
nancia en el poder y la celebración de elecciones 
un rito desprovisto de contenido sustantivo. En 
rigor, la esencia de la vida democrática es la parti-
cipación en los asuntos medulares de la sociedad, 
esto es, en la identificación de las metas y la 
fijación de los derroteros, del futuro, el reconoci-
miento de los límites de lo asequible, la determi-
nación ex ante de las formas de distribuir las car-
gas y los beneficios entre la población y refrendar 
o modificar los términos del pacto social. Aquí es 
donde se aprecia lo exiguo de los avances de la 
democracia latinoamericana y las fuentes de la 
insatisfacción de la sociedad civil frente a los go-
biernos. La falta de un diálogo político profundo 
dificulta el logro de los consensos políticos indis-
pensables a la cohesión de las sociedades inmer-
sas en procesos profundos de cambio y adapta-
ción. En esencia a los perdedores en los procesos 
de liberalización y ajuste se les ha excluido de 
participar en el diseño de la política económica 
en vez de buscar deliberadamente reincorporar-
los a la producción o al proceso de toma de deci-
siones. Hay, entonces, riesgo de acentuar los ras-
gos de dominación social, no los de la libertad, 
por cuanto los medios económicos de control 
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pueden quedar altamente concentrados. 
Esas tareas intrínsecamente medulares en to-
da sociedad que aspire a la modernidad, hoy 
adquieren mayor importancia ante el vacío ideo-
lógico creado por la crisis de la izquierda y la 
avalancha doctrinaria neoconservadora (Para-
mio, 1988). Hay, entonces, riesgo real de minar 
el poder equilibrador del Estado y de auspiciar 
divisiones aún más extremosas en la suerte eco-
nómica de los países y de los distintos segmentos 
sociales que los componen. Y, sin embargo, los 
valores sociales tienen carácter histórico. La no-
ción de lo que es justo o injusto en la distribución 
del poder o la riqueza cambia con el tiempo. Que 
el estancamiento económico y la concentración 
paulatina o brusca de los ingresos, o su reverso, la 
difusión de la pobreza, lleguen a ser hechos acep-
tados en América Latina, constituye una pers-
pectiva aterradora, pero ciertamente posible, a 
juzgar por la experiencia de la última década. 
Ello, sin embargo, llevaría casi sin remedio a tor-
nar cada vez más ingobernables las sociedades 
formalmente democráticas. La razón es llana; 
mientras no sean satisfechas o acotadas consen-
sualmente las demandas generalizadas en mate-
ria de justicia y mejoría económica, seguridad y 
libertades, inevitablemente se abrirán fisuras en-
tre los gobernados y la autoridad. Los resultados 
electorales recientes son buena prueba de los 
rezagos en que se desenvuelven los sistemas polí-
ticos latinoamericanos. El aislamiento ademocrá-
tico en la toma de decisiones, sumado a las difi-
cultades reales de satisfacer las exigencias popu-
lares en los campos mencionados, han llevado y 
seguirán llevando al fracaso electoral a gobiernos 
del más diverso signo político. 
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